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Resumen y Abstract  VII 
 
Resumen 
Este trabajo pretende indagar sobre las causas que explican el incumplimiento de las 
órdenes de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a los 
derechos humanos proferidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los 
casos contra Colombia. Esto conduce a visibilizar las tensiones que existen entre los 
estándares del derecho internacional de los derechos humanos y la administración de 
justicia al interior de los estados, además de exponer los factores que afectan el acceso a 
la justicia. De esta forma, se pone de presente la complejidad de administrar justicia en 
casos de graves violaciones a los derechos humanos y la imposibilidad de atribuir los 
resultados del cumplimiento a explicaciones únicas, aplicables a todos los casos 
contenciosos contra Colombia. Por el contrario, el estudio pormenorizado de los 
obstáculos para el acceso a la justicia muestra la necesidad de implementar estrategias 
diferenciadas, tanto en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos como al interior 
de la rama judicial en Colombia, para mejorar la protección de los individuos. 
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This work seeks to investigate the causes that explain the failure to comply with orders, 
proffered by the Inter-American Court of Human Rights, to investigate, prosecute and 
punish those responsible for serious human rights violations in cases against Colombia. 
This leads to show the tensions that exist between the standards of international human 
rights law and domestic law, in addition to exposing the factors that affect access to justice 
in Colombia. As such, the complexity of administering justice in cases of serious human 
rights violations is shown, as is the impossibility of attributing the compliance with such 
obligations for all contentious cases to particular set factors. On the contrary, this detailed 
study of the obstacles in access to justice shows the need to implement differentiated 
strategies, both within the Inter-American human rights system and within the judicial 
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El litigio ante el Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH) persigue la 
materialización de los derechos que previamente han sido violados por la acción u omisión 
de las autoridades estatales. Si bien los Estados son principales obligados a respetar y 
garantizar los derechos humanos según el artículo 2 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos (CADH), el Sistema complementa esta protección para los casos en 
que se hayan agotado los recursos judiciales internos, pero no se hayan obtenido 
resultados por esta vía. La Comisión Interamericana de derechos Humanos (CIDH) tramita 
peticiones individuales de personas que alegan haber sufrido violaciones a los derechos 
protegidos en la CADH, realiza un estudio de admisibilidad y emite un informe de fondo 
sobre los hechos, las conclusiones y las recomendaciones para remediar la situación. Para 
aquellos Estados que hayan aceptado expresamente la competencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CorteIDH), el trámite ante el Sistema 
eventualmente puede continuar. Cuando las recomendaciones de la CIDH no son 
atendidas en el plazo establecido, este órgano puede presentar el caso ante la Corte para 
que determine -en sede judicial- la ocurrencia de hechos violatorios de la CADH, declare 
la responsabilidad internacional del Estado y ordene las reparaciones que éste debe 
proveer a las víctimas.  
 
Ahora bien, el artículo 68 de la CADH también dispone que la materialización de las 
sentencias emitidas por la CorteIDH retorna al ámbito de los Estados y, en consecuencia, 
todas las ramas del poder público y las instituciones internas quedan obligadas a 
desarrollar las gestiones necesarias para materializar las reparaciones que les 
corresponda (de León, Krsticevic, & Obando, 2010). Teniendo en cuenta que las 
sentencias emitidas por instancias de protección de los derechos humanos deberían ser 
un mecanismo para restaurar la situación de quienes sufrieron violaciones en los bienes 
jurídicos más importantes, resulta de vital importancia materializar las reparaciones 
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ordenadas y evitar la creación de expectativas falsas o sentencias “de papel”1. En palabras 
de Krsticevic (2007, pág. 15), “su incumplimiento erosiona la autoridad de las decisiones 
de la Comisión y la Corte y desprotege a quienes acuden a este ámbito en busca de 
amparo”. De ahí la importancia de analizar el cumplimiento de las sentencias de la Corte 
Interamericana y analizar los factores que pueden afectar la etapa de implementación.  
 
Numerosos estudios muestran que el cumplimiento es un proceso complejo, vital para la 
legitimidad del sistema, pero que depende de múltiples factores ajenos y que varían según 
el Estado, el caso o el tipo de reparación. 
 
Este trabajo pretende enfocarse en la etapa de implementación de las sentencias de la 
CorteIDH en Colombia, respecto de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de violaciones a los derechos humanos que, para efectos de este 
documento, se denominarán “órdenes en materia de justicia”. Si bien el documento recoge 
algunos impactos del litigio interamericano en los órganos internos, busca concentrarse en 
los resultados de la obligación de investigar y sancionar a nivel de los casos, con el objetivo 
de mostrar los principales obstáculos para su cumplimiento y brindar algunas 
recomendaciones de política pública. 
 
A la fecha, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha declarado la responsabilidad 
del Estado Colombiano por la violación del Art. 25 de la CADH sobre garantías judiciales, 
en trece (13) ocasiones2, por múltiples fallas de la administración de justicia frente a casos 
de graves violaciones de derechos humanos. Como consecuencia, la Corte ha ordenado 
al Estado investigar, juzgar y sancionar a los responsables, sin embargo, hasta el momento 
tan solo ha declarado el cumplimiento de esta obligación en un caso. De cara a esta 
medición extraída de las resoluciones de cumplimiento emitidas por la CorteIDH, es posible 
plantear la siguiente pregunta de investigación ¿Qué factores explicarían el 
incumplimiento de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar, proferidas por la 
                                               
 
1 Expresión utilizada por García Villegas Origen especificado no válido. para referirse al fenómeno del 
incumplimiento de normas y retomada por Rodríguez Garavito para referirse a las decisiones judiciales 
incumplidas que tampoco generan impactos positivos.  
2 A mayo de 2018, la CorteIDH ha resuelto 18 casos contenciosos contra Colombia, de los cuales 13 declaran 
violaciones a las garantías judiciales y la protección judicial, y emiten órdenes para que el Estado lleve a cabo 
la investigación y sanción de los responsables. Estos casos representan el 72% del total de sentencias contra 
Colombia. (Fuente: CorteIDH, Cálculos propios) 
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Corte Interamericana de Derechos Humanos para materializar el derecho a la justicia 
en Colombia?, lo cual pretende brindar elementos para reflexionar sobre la mejor manera 
de abordar este tipo de órdenes. 
 
El enfoque territorial se justifica por el número de sentencias condenatorias contra 
Colombia según los datos publicados por la Corte, (Corte IDH, 2017), que tan solo es 
superado por Perú y no registra casos archivados por cumplimiento total (Corte IDH, 2016).  
 
En cuanto al tipo de reparaciones que serán objeto de estudio, resultan paradigmáticas 
porque constituyen obligaciones internacionales de los Estados, a la vez que se han 
consolidado en la jurisprudencia de la CorteIDH como medida de reparación y constituyen 
uno de los derechos y principales demandas de las víctimas que acuden al Sistema 
Interamericano (Beristain, 2010, págs. 79-83).  
 
A nivel de la Corte es posible afirmar que la lucha contra la impunidad se ha consolidado 
como una forma de proteger los derechos humanos, en parte explicada por el contexto 
latinoamericano donde se ha podido constatar la ocurrencia de graves violaciones y, en 
algunos casos, los esfuerzos sistemáticos por obstaculizar la sanción de los responsables 
(Huneeus, 2013, pág. 19). Esta postura de la Corte se puede enmarcar dentro de una 
tendencia del derecho internacional para generar instrumentos y garantías que permitan 
el enjuiciamiento de ciertas conductas y la lucha contra la impunidad, que generó cierto 
consenso a nivel internacional. A su vez, se podría ubicar en lo que Sikkink (2011) 
denomina la cascada de la justicia, entendida como el fenómeno de difusión y legitimación 
de las normas que exigen responsabilidad individual por violaciones a los derechos 
humanos, por medio de procesos penales dirigidos contra los perpetradores. Incluso la 
tendencia creciente de ordenar este tipo de medidas y el desarrollo exhaustivo de la 
CorteIDH sobre el contenido de la investigación y sanción ha sido descrita como una 
competencia cuasi criminal ejercida por un tribunal de derechos humanos (Huneeus, 2013, 
pág. 11). 
 
Por el lado de las víctimas, este tipo de órdenes es una expresión del derecho al acceso a 
la justicia y guarda una relación de interdependencia con el derecho a la verdad que les 
asiste, tanto a nivel individual como el colectivo. Si bien cada derecho puede tener 
mecanismos especiales para su satisfacción, su cumplimiento no es alternativo para los 
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Estados, que deben procurar su cumplimiento en la medida de sus posibilidades (Méndez, 
1997, pág. 6). Dados los requisitos propios del SIDH3 y la duración de sus trámites, es 
posible afirmar que las víctimas llevan años esperando una respuesta judicial a las 
violaciones sufridas. Investigaciones sobre las percepciones de las víctimas muestran que 
obtener justicia es una de las principales expectativas cuando acuden al SIDH, tras una 
larga batalla judicial que ha resultado infructuosa y que genera inseguridad ante las 
posibles represalias de los victimarios (Beristain, 2010, págs. 347-357). Para este autor, el 
castigo de los responsables cumple una función reparadora que reafirma los valores 
sociales y otorga sentido a las demás medidas de reparación pues, sin justicia se 
desnaturalizaría la reparación integral y podría ser asimilada como simples pagos que no 
generan cambios en la situación de vulnerabilidad frente a los victimarios (Beristain, 2010, 
pág. 355). 
 
Finalmente, para los Estados este tipo de órdenes constituyen un verdadero reto, ya que 
generan obligaciones de hacer para las autoridades judiciales que en muchos casos se 
enfrentan a situaciones estructurales de impunidad y generan desafíos en materia de 
articulación interinstitucional. Con todo, es necesario hacer notar que este tipo de órdenes 
no han estado exentas de críticas por parte de los Estados y la doctrina (Gargarella, 2014) 
y resulta, por lo menos paradójico que, pese a la importancia asignada por la Corte a este 
tipo de órdenes, muestran los peores niveles de cumplimiento en los principales estudios 
sobre la materia.  
 
Las órdenes en materia de justicia parten de la necesidad de remediar una situación de 
impunidad de las graves violaciones a los derechos humanos (Engle, 2015), por lo que 
pueden ser entendidas como una especie de política que pretende cambiar una realidad 
particular y permiten adentrarse en un análisis cualitativo sobre las diferentes causas del 
incumplimiento. Como consecuencia, el objetivo general del trabajo es explicar las causas 
del incumplimiento de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar en Colombia emitidas 
por la CorteIDH desde una perspectiva de política pública en materia de justicia que tenga 
en cuenta los datos y las percepciones de los principales actores involucrados.  
                                               
 
3 Un estudio de Dejusticia muestra que el tiempo promedio que transcurre entre una petición y el informe de 
admisibilidad de la CIDH es de 4 años, el tiempo promedio para los informes de fondo de la CIDH es de 46 




La hipótesis que guía esta investigación sugiere que los resultados en el cumplimiento de 
la obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a 
los derechos humanos en Colombia podrían explicarse por la existencia previa de factores 
internos, externos y políticos que afectan la eficacia del sistema penal e influyen durante 
la etapa de ejecución de las sentencias. La visibilización de los obstáculos para acceder a 
la justicia de las etapas previas a la sentencia, podría aportar elementos valiosos para 
entender los patrones de cumplimiento y contribuir a generar expectativas reales de 
justicia. Asimismo, resulta fundamental visualizar las variaciones en el tiempo que sufre la 
obligación de investigar, juzgar y sancionar a nivel interno, las disonancias que pueden 
existir con los estándares establecidos por el SIDH y las tensiones que genera este tipo de 
supervisión sobre la administración de justicia.  
 
La metodología para abordar la problemática consiste en realizar una aproximación 
cualitativa compuesta de tres fases, que permitan identificar los factores que inciden en los 
resultados del cumplimiento de este tipo de órdenes. En un primer momento, se realiza 
una revisión de fuentes secundarias y normativas para la construcción del estado del arte 
y el marco teórico. Posteriormente, se complementa con investigación empírica sobre las 
resoluciones de cumplimiento emitidas por la CorteIDH sobre los casos colombianos y 
finalmente, se extraen los principales hallazgos de las entrevistas semiestructuradas 
realizadas con diferentes actores que han participado en el litigio interamericano.  
 
La combinación de herramientas metodológicas se justifica por el objeto de estudio, ya que 
no se agota en categorías absolutas de cumplimiento total e incumplimiento, pues existe 
la necesidad de valorar las zonas grises y como señalan algunos autores, “medir el 
cumplimiento es tanto un ejercicio interpretativo como de recolección de datos” (Langford, 
Rodríguez Garavito, & Rossi, 2017). Dado que la pregunta de investigación se enfoca en 
buscar las causas que impiden la materialización del derecho a la justicia a partir del 
cumplimiento de este tipo de órdenes y busca la mejor manera de implementar las 
sentencias de la Corte, es necesario adoptar un enfoque cualitativo desde la perspectiva 
de cumplimiento en los términos del marco teórico, sin que esto implique excluir aspectos 




Si bien en un principio se pretendía realizar una muestra de casos, a lo largo de la 
investigación se pudo constatar que cada caso litigado ante la CorteIDH es emblemático y 
que esta herramienta podría resultar insuficiente para arrojar conclusiones aplicables a 
todos. La heterogeneidad del litigio contra Colombia se presenta en diferentes aspectos, 
que van desde los hechos victimizantes, las estructuras armadas que participaron, los 
debates en materia de justicia durante el litigio ante la Corte, hasta la defensa adoptada 
por el Estado y sus variaciones en el tiempo. Adicionalmente, se pudo constatar que, 
incluso en aquellos casos donde no se ordena investigar a los responsables, existen 
debates sobre justicia que alimentan la discusión y reflejan las limitaciones de la Corte para 
abordarlos. Por este motivo, se prefirió un análisis global de los retos de implementación 
que permitiera detectar tendencias y aquellos obstáculos generales para materializar el 
derecho a la justicia en Colombia.  
 
Por otra parte, un análisis de este tipo exige tener en cuenta las particularidades de la 
administración de justicia de cada Estado y de cada caso, puesto que las dos cuestiones 
no podrían ser abordadas de manera aislada. Con lo anterior, se pretende esbozar una 
propuesta para analizar la etapa de ejecución de este tipo de órdenes que, si bien se 
circunscribe al caso colombiano, podría servir de referencia para analizar la 
implementación en otros Estados. 
 
Las fases de la investigación se reflejan en la estructura del documento. El primer capítulo 
desarrolla el estado del arte a partir de un recuento teórico y conceptual de la obligación 
de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a los derechos 
humanos, los dilemas que presenta y los resultados generales del cumplimiento. Sobre 
este punto, se evidencian los diferentes enfoques de los estudios, los resultados respecto 
de las órdenes de justicia y las principales razones aducidas por los autores para 
explicarlos. 
 
El segundo capítulo desarrolla el marco teórico enfocado en Colombia. Se aborda el valor 
normativo de las sentencias de la CorteIDH, el procedimiento interno para ejecutarlas a 
partir de un recuento normativo que describe la arquitectura institucional dispuesta para 
este propósito, junto con un panorama general de los avances en materia de justicia 
atribuido al SIDH. El tercer capítulo presenta los resultados obtenidos sobre el caso 
colombiano a partir del análisis de sentencias y resoluciones emitidas por la CorteIDH, 
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acompañado por las percepciones de los actores entrevistados, que recogen visiones 
desde los representantes de las víctimas, los agentes del Estado y la CorteIDH. 
 
Finalmente, el cuarto capítulo presenta algunas conclusiones sobre las condiciones de 
posibilidad para implementar la investigación y sanción de los responsables de graves 
violaciones a los derechos humanos y algunas recomendaciones de política pública en 







1. El enfoque hacia la justicia: las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de graves violaciones a los 
Derechos Humanos en la jurisprudencia de 
la Corte Interamericana 
Este capítulo presenta un recuento teórico de la obligación de investigar, juzgar y sancionar 
a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos al interior de la 
CorteIDH. Para abordar este aspecto, en primer lugar, se realiza una breve explicación del 
trámite de peticiones individuales ante la CIDH, del litigio ante la CorteIDH y la supervisión 
de sentencias que realiza esta última. Posteriormente se describen los debates en torno a 
la obligación de impartir justicia y se muestran los resultados de su implementación.  
1.1 Breve presentación del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos y el seguimiento al cumplimiento 
de sentencias  
El contexto en el cual se plantea la presente investigación requiere hacer una presentación 
básica del Sistema Interamericano de protección de Derechos Humanos y sus alcances 
en materia de exigibilidad.  
 
Durante la Novena Conferencia Interamericana de 1948 fue conformada la Organización 
de Estados Americanos mediante la Carta de la OEA suscrita por 21 Estados, incluido 
Colombia, con el fin de crear una organización política regional para promover el desarrollo, 
la seguridad y la paz. La protección de los derechos humanos fue un compromiso de la 
organización desde un principio, con lo cual, durante esta misma conferencia fue aprobada 
la Declaración Americana de Derechos Humanos (Organización de los Estados 
Americanos); adicionalmente, el artículo 106 de la Carta de la OEA creó la Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), órgano encargado de la promoción de los 
Derechos Humanos en el continente, que es ejercida mediante informes, visitas in loco y 
el trámite de peticiones individuales sobre violaciones a los Derechos Humanos (Baluarte, 
2012). 
 
En el marco de la OEA se logró un consenso en torno a la necesidad de fortalecer la 
protección los derechos humanos que dio origen a la Convención Americana de Derechos 
Humanos (CADH) en 1969, un tratado internacional con obligaciones específicas en 
cabeza de los Estados y mecanismos de exigibilidad subsidiarios a cargo de la CIDH y de 
la recién creada, Corte Interamericana de Derechos Humanos o CorteIDH (Artículo 33 
CADH), que entró en funcionamiento en 1979. A la Corte le corresponde ejercer la 
competencia consultiva sobre la interpretación de la CADH (Artículo 62.3 CADH) y una 
competencia jurisdiccional, aplicable a los Estados que la reconocen expresamente 
(Artículo 61 CADH) y entre los cuales se encuentra Colombia desde el 21 de junio de 1985 
(Ministerio de Relaciones Exteriores, Cancillería). En ejercicio de esta competencia, la 
CorteIDH decide sobre la responsabilidad internacional de los Estados por las violaciones 
a los derechos humanos que le sean imputables y ordena las medidas de reparación que 
considere necesarias para devolver a la víctima al estado anterior o compensar los daños 
sufridos. (Acosta López & Bravo Rubio, 2008) 
 
El procedimiento para tramitar peticiones individuales por violaciones a los derechos y 
garantías contenidas en la CADH inicia ante la Comisión Interamericana de derechos 
humanos, que realiza un estudio de admisibilidad para establecer el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 46 de la CADH4. 
 
En caso de admitir la petición, la CIDH inicia la etapa de mérito donde puede solicitar 
información a los involucrados y posteriormente, emite un informe de fondo donde realiza 
recomendaciones al Estado para superar las violaciones (Artículo 50 CADH). En el evento 
                                               
 
4 Los requisitos de admisibilidad son: i) El agotamiento de los recursos internos, ii) La presentación 
de la petición dentro de los seis meses contados a partir de la decisión definitiva, iii) Que la materia 
de la petición no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, iv) Que la petición 
contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o 
del representante legal de la entidad que somete la solicitud. 
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en que estas recomendaciones no sean atendidas por los Estados, la CIDH presenta el 
caso ante la CorteIDH (Artículo 51 CADH) que resuelve las excepciones preliminares 
alegadas, determina -en sede judicial y mediante una sentencia pública- la ocurrencia de 
las violaciones a los derechos humanos, la responsabilidad estatal y profiere órdenes para 
reparar a las víctimas. (Baluarte, 2012, pág. 270)  
 
En reiterada jurisprudencia la CorteIDH ha establecido que las sentencias proferidas en 
virtud de su competencia contenciosa son definitivas, inapelables, de obligatorio 
cumplimiento y deben ser ejecutadas por los Estados parte (Artículos 65, 67 y 68.1 CADH). 
Con esto, una vez notificada la decisión, los Estados deben surtir los trámites internos que 
sean necesarios para dar cumplimiento a las órdenes de reparación y adjudicar 
responsabilidades entre las diferentes entidades estatales, según sus mandatos legales. 
Al interior de la Corte Interamericana, la expedición de la sentencia no pone fin al proceso 
como sucede en diferentes tribunales, ya que la Corte ha interpretado los artículos 33, 
62.1, 62.3 y 65 de la CADH como una habilitación para supervisar el cumplimiento de sus 
decisiones por considerar que “Es una facultad inherente a las funciones jurisdiccionales 
de la Corte la supervisión del cumplimiento de sus decisiones” (Supervisión de 
cumplimiento de Sentencia Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, 2012)5, con lo cual ha 
entendido que su competencia se mantiene hasta el cumplimiento total de las reparaciones 
ordenadas y con esto, realiza diferentes actividades para supervisar el cumplimiento de 
sus sentencias. 
 
Al respecto, cabe señalar que la etapa de supervisión de las sentencias ha sufrido grandes 
cambios al interior de la Corte, que permiten apreciar la evolución y el dinamismo de las 
estrategias adoptadas ante el incumplimiento de los Estados. En un principio, el trámite 
consistía en solicitar informes escritos a las partes sobre las acciones desplegadas para 
cumplir las reparaciones ordenadas en la sentencia y, a partir de las valoraciones que 
realizara la Corte, expedía una resolución de seguimiento sobre el estado de una o varias 
reparaciones. Este seguimiento no tenía una periodicidad establecida y ante el 
incumplimiento de algunos Estados, la Corte ordenó que los estados remitieran informes 
periódicos, práctica que se institucionalizó con el tiempo (Baluarte, 2012, pág. 277). 
                                               
 
5 Esta expresión aparece en los considerandos de múltiples resoluciones de cumplimiento de la CorteIDH.  
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Posteriormente, la Corte celebró las primeras audiencias de cumplimiento con los 
representantes del Estado, las víctimas y la CIDH, lo cual fue reconocido como una buena 
práctica en la Asamblea General de la OEA y sirvió de base para las audiencias públicas 
que se realizan actualmente (Baluarte, 2012, págs. 278-279). En el 2010, la Corte aprobó 
una reforma del reglamento interno para introducir el procedimiento de supervisión que no 
hacía parte del texto original y consolidó un sustento normativo general para las acciones 
de supervisión que venía realizando con anterioridad.  
 
En materia institucional cabe resaltar que antes de 2014, la supervisión de las sentencias 
era realizada a través de los equipos de la Secretaría de la Corte que trabajaban los casos 
de fondo, lo cual generaba gran acumulación de trabajo y diferencias de criterio en la forma 
como se realizaba el seguimiento. Por otra parte, se otorgaba excesiva prioridad a la 
sustanciación de los casos contenciosos, en detrimento de las actividades asociadas a la 
función de supervisión (Pérez, 2017). Esto explica las diferencias temporales y numéricas 
de las resoluciones de cumplimiento entre unos casos y otros. Desde la perspectiva de un 
funcionario de la Secretaría de la Corte, en algunos casos, la falta de seguimiento 
constante podría haber perjudicado o retrasado su cumplimiento (Pérez, 2017).  
 
En un esfuerzo por unificar la supervisión que era ejercida de manera aislada, en el 2014 
la CorteIDH dispuso la creación de la Unidad de Supervisión y cumplimiento, que cuenta 
con un equipo de trabajo permanente al interior de la Secretaría de la CorteIDH encargado 
de determinar los mejores mecanismos para promover el mayor índice de cumplimiento de 
las sentencias (Pérez, 2017).  
 
Actualmente, la Unidad de supervisión de casos ejerce sus funciones bajo las directrices 
del Presidente de la Corte y utiliza las siguientes herramientas:  
 
1. Resoluciones de cumplimiento, que brindan orientaciones a las partes sobre cómo 
cumplir la reparación, realizan una valoración del estado de las reparaciones y 
establecen el estado de cumplimiento; 
2. Audiencias de cumplimiento de sentencias, donde se reúnen las diferentes autoridades 
estatales, la CIDH y los representantes de las víctimas frente a la CorteIDH para 
presentar sus argumentos oralmente y resolver las controversias que se presenten. En 
un principio, estas audiencias eran privadas, sin embargo, en el año 2009 tuvo lugar la 
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primera audiencia pública de supervisión en el caso Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, 
citada por el Presidente de la Corte ante la grave situación de las víctimas (Galvis 
Patiño, 2009). Si bien la Corte tiene la posibilidad de convocar audiencias de oficio, en 
la práctica son las partes quienes solicitan este mecanismo. En años recientes, los 
Estados han permitido la realización de audiencias de supervisión en su territorio, lo 
que facilita el diálogo y la asistencia de un mayor número de autoridades y víctimas, 
como sucedió en casos de Honduras, Guatemala y México. Las audiencias públicas y 
en particular, las que se realizan en los Estados parte, permiten resolver controversias 
con mayor conocimiento de los puntos de vista de los actores involucrados y generar 
una verdadera interacción con los responsables del cumplimiento, acercando la 
CorteIDH a las instituciones locales que tienen a su cargo la protección judicial de los 
derechos humanos.  
3. Cartas de Secretaría, en las cuales, por instrucciones del Presidente de la Corte, se 
solicita información escrita a las partes sobre determinadas reparaciones y 
controversias.  
4. Visitas de la Unidad de Supervisión en los lugares de cumplimiento: consiste en el 
traslado de funcionarios de la Corte IDH a determinados lugares para supervisar el 
cumplimiento de las reparaciones directamente. Es una práctica reciente utilizada 
desde el año 2015 sobre casos muy puntuales. Por ejemplo, durante el 2017 una 
delegación de la CorteIDH se trasladó a Paraguay para verificar el cumplimiento de las 
reparaciones ordenadas en tres sentencias a favor de las comunidades indígenas de 
Yakye Axa, Sawhoyamaxa, y Xkamok Kasek (CEJIL, 2017).  
 
La escogencia entre los diferentes mecanismos depende de las valoraciones que realicen 
la Unidad y el Presidente de la Corte y gracias a la variedad que existe actualmente, la 
etapa de seguimiento ha adquirido mayor dinamismo. Además, los mecanismos no son 
excluyentes entre sí y no necesariamente se realizan de manera aislada entre casos. La 
experiencia del tribunal mostró la necesidad de agilizar los seguimientos por medio de 
diferentes instrumentos, entre los cuales se destacan la introducción de la oralidad y la 
publicidad de las actuaciones que facilitan el entendimiento de las actuaciones y generan 
un incentivo importante para cumplir.  
 
A su vez, la CorteIDH ha avanzado en la adopción de estrategias de cumplimiento en 
diferentes niveles, pues se supera la lógica estricta de los casos para abordar 
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problemáticas asociadas a los tipos de reparaciones y se han presentado avances 
significativos para adoptar estrategias de país, que se aprecian en las audiencias y 
resoluciones conjuntas. Por ejemplo, en el 2015 la CorteIDH emitió una resolución de 
cumplimiento para doce casos contra Guatemala específicamente sobre las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar a los responsables, donde identificó los obstáculos 
estructurales del país que -en palabras de la Corte- han permitido que impere la impunidad 
(Supervisión de cumplimiento 12 casos guatemaltecos, 2015). Producto del análisis 
conjunto de los casos y el diagnóstico realizado por la Corte, se ordenó al Estado a 
presentar un informe sobre las actuaciones realizadas para superar cada uno de los 
obstáculos contenidos en la resolución y la presentación de información actualizada sobre 
cada caso contencioso.  
 
Este es un caso emblemático de impulso al cumplimiento de las decisiones, pues propició 
un cambio en la postura asumida por el Estado durante la etapa de supervisión, que un 
año atrás había sido calificada por como un desacato por haber negado la competencia de 
la CorteIDH sobre algunos casos y porque, durante este proceso se involucró a las 
autoridades locales de justicia. Este tipo de prácticas permite enfocar los esfuerzos de la 
CorteIDH en los aspectos que necesiten visibilización, impulso e incluso presión para dar 
cumplimiento a las sentencias. A la vez, responde a la necesidad de generar estrategias 
diferenciadas según los tipos de reparaciones tal como se evidencia en los estudios de 
cumplimiento que se sintetizan en este capítulo.  
 
1.2 Alcance de la obligación de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de graves violaciones a 
los derechos humanos 
 
Diferentes autores han abordado la conexión que existe entre la protección de los derechos 
humanos y la persecución penal de los responsables a nivel nacional e internacional. Lo 
que en la actualidad se asume como una relación inescindible, es producto de una 
construcción teórica y política relativamente reciente en los debates del derecho 
internacional de los derechos humanos. Por lo general, el origen de los juicios por 
violaciones a los derechos humanos se asocia a los Tribunales de Nüremberg y de Tokio 
Capítulo 1 15 
 
donde iniciaron causas penales contra los responsables de infracciones al derecho 
internacional humanitario a partir de una interpretación de la protección internacional de 
los derechos humanos6 (Seibert-Fohr, 2009), seguido por la adopción del Estatuto de 
Roma que creó la Corte Penal Internacional. Sin embargo, Sikkink (2011, págs. 96-98) 
muestra que existe un periodo de tiempo importante entre estos juicios y la consolidación 
de la persecución penal como exigencia tras la violación de derechos humanos. En 
particular destaca los procesos internos que se presentaron en Grecia, Portugal y 
Argentina que consolidaron y contribuyeron a la legitimidad de la norma de realizar juicios 
penales a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos, antes de la 
creación de los tribunales ad hoc de Yugoslavia y Ruanda.   
 
El debate sobre persecución penal tuvo enormes repercusiones en los tratados de 
derechos humanos posteriores y en la interpretación de las convenciones de los diferentes 
sistemas de protección regionales, no solo por la evolución del derecho penal internacional, 
sino por la visibilización del individuo en el derecho internacional. Resulta ilustrativo 
analizar la aplicación de la norma en los tres sistemas regionales de protección de 
derechos humanos -americano, africano y europeo-, puesto que ninguna de las 
convenciones consagra expresamente la obligación de investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de violaciones a los derechos humanos, pero los tribunales correspondientes 
han consolidado y desarrollado ampliamente esta obligación en su jurisprudencia (Leach, 
Sandoval, & Murray, 2016, pág. 34).  
 
Los órganos del sistema interamericano contribuyeron en gran medida al desarrollo de esta 
obligación durante las dictaduras de América Latina y recomendaron juzgar a los 
responsables de múltiples desapariciones forzadas y torturas. Los informes de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos sobre Chile (1974 y 1977), Argentina (1980) y El 
Salvador (1979) señalaron la necesidad de conducir juicios contra los responsables de 
graves violaciones a los derechos humanos (Sikkink, 2011, págs. 66-68) que, por lo 
general involucraban agentes del estado.  
 
                                               
 
6 Según el autor, la conexión con la protección internacional de los derechos humanos complementaba la 
ausencia de castigo que existía en el Derecho Internacional Humanitario que describe infracciones, pero no 
señala un castigo contra los responsables. (Seibert-Fohr, 2009) 
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Años después, con la resolución del primer caso contencioso resuelto por la Corte 
Interamericana -Velázquez Rodríguez Vs. Honduras – en 1988, se hizo explícita la 
obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de violaciones a los 
derechos humanos en una providencia judicial con fuerza ejecutoria. A pesar de que esta 
obligación no se encuentra explícita en la CADH, los órganos del Sistema Interamericano 
han interpretado que ésta surge como una consecuencia de la obligación genérica de 
garantizar los derechos, contenida en el artículo 1.1 de la Convención, complementado 
con el artículo 8 sobre protección judicial y el 25 sobre el derecho a las garantías judiciales. 
Si bien en este primer reconocimiento no se estableció este mandato como una reparación 
a cargo del Estado, puesto que únicamente se ordenaron reparaciones pecuniarias, en los 
casos posteriores y como consecuencia del desarrollo conceptual de la reparación integral 
de las víctimas, esta postura sufrió un cambio sustancial.  
 
El concepto de reparación integral a las víctimas surge en el derecho internacional de los 
derechos humanos como una consecuencia del incumplimiento de las obligaciones 
internacionales a cargo de los Estados, que ha sido desarrollado tanto en el Sistema 
Universal de protección de derechos humanos como en los sistemas regionales y pretende 
restablecer a la víctima a la situación anterior o reparar las consecuencias del daño (Acosta 
López & Bravo Rubio, 2008, págs. 329-331). Esta noción generó diferentes consecuencias 
prácticas en las medidas de reparación ordenadas por los órganos del Sistema 
Interamericano, pues la comprensión integral del daño -material e inmaterial- evidenció la 
insuficiencia de la reparación netamente económica. Como consecuencia, la Corte IDH 
desarrolló un amplio catálogo de medidas de reparación a cargo de un número creciente 
de instituciones estatales (Engstrom, 2017, pág. 6), generando múltiples obligaciones de 
hacer a cargo de los Estados, tornando más compleja la etapa de cumplimiento.  
 
A partir de 1996, la CorteIDH introdujo la orden de investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables de las violaciones en la sección de reparaciones (Baluarte, 2012) y se 
convirtió en una de las principales medidas ordenadas por el tribunal ante los casos de 
graves violaciones a los derechos humanos en donde existe impunidad, con lo cual ha 
emitido numerosos pronunciamientos jurisprudenciales durante la etapa de cumplimiento 
que señalan en detalle el contenido de esta obligación. Al respecto, cabe aclarar que 
existen debates en torno al concepto de “graves violaciones a los derechos humanos” y 
las conductas que enmarca. La CorteIDH ha calificado de esta manera las ejecuciones 
Capítulo 1 17 
 
extrajudiciales, la tortura y la desaparición forzada, tanto en casos donde existen patrones 
de sistematicidad, como en situaciones donde no se presenta este elemento (Uprimny 
Yepes, Sánchez, & Marín López, 2015), sin embargo, no es claro si esta categoría 
únicamente abarca este tipo de conductas o puede ser extensiva a otro tipo de violaciones 
a los derechos humanos. Por otra parte, ha señalado que existe el deber de investigar, 
juzgar y sancionar en los casos que revistan las características de crímenes 
internacionales, es decir, crímenes de guerra y de lesa humanidad, cuestión que ha 
generado debates en torno a la competencia de la CorteIDH para realizar este tipo de 
calificaciones jurídicas (Uprimny Yepes, Sánchez, & Marín López, 2015). 
 
En todo caso, numerosos autores han clasificado el mandato de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de las violaciones como una medida de satisfacción y 
entienden que este adquirió una doble connotación a partir de la expansión de las medidas 
de reparación ya que, por una parte, es una obligación genérica de protección que se 
desprende de la CADH (Seibert-Fohr, 2009, pág. 84) y por otra, es una medida de 
reparación integral a las víctimas (Amaya Villareal & Trespalacios Leal, 2017, pág. 10).  
 
Sobre este punto es necesario aclarar que desde el momento en que ocurre una violación 
de derechos humanos surge el deber para los Estados de investigar, juzgar y sancionar a 
los responsables (Andreu, 2006, pág. 162), no obstante, para que se configure esta medida 
como una forma de reparación, se necesita un elemento adicional, que resulta fundamental 
para la presente investigación. Es importante tener en cuenta que las reparaciones 
dependen del daño causado y que ninguna medida se genera de manera automática, con 
lo cual, durante la resolución de casos contenciosos la CorteIDH realiza un análisis 
detallado de la violación de cada derecho alegado por la CIDH o las víctimas7 y únicamente 
procede a ordenar reparaciones respecto de los que consideró vulnerados.  
 
Es así como el mandato de investigar y sancionar a los responsables surge como parte de 
las reparaciones únicamente cuando queda demostrado durante el proceso que el Estado 
violó las garantías judiciales y la protección judicial consagrada en los artículos 8 y 25 de 
                                               
 
7 Lo anterior sin perjuicio de la posibilidad que tiene la CorteIDH para pronunciarse sobre 
violaciones que no hayan sido alegadas por las partes, en virtud del principio iura novit curia.  
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la CADH, es decir, que no investigó con seriedad las violaciones de derechos humanos o 
existe impunidad, así sea parcial (Saavedra Álvarez, 2013, pág. 26). En el evento en que 
una sentencia de la CorteIDH ordene investigar y sancionar a los responsables de las 
violaciones a los derechos humanos, reitera la necesidad de materializar el derecho a la 
justicia y a la verdad de las víctimas, a la vez que su incumplimiento configura una nueva 
violación de derechos humanos.  
 
El contenido de esta medida de reparación es un asunto complejo y se remite a la 
obligación general de proteger los derechos humanos por vía judicial. El mandato supone 
que los Estados deben establecer normas que prohíban las conductas que afecten el 
ejercicio los derechos como parte del deber de prevención, establecer recursos judiciales 
idóneos y efectivos para las víctimas y deben desplegar todas las actividades necesarias 
para judicializar y sancionar a quienes las cometan –sean particulares o agentes del 
Estado-. Además, supone la realización de actividades por parte de todas las autoridades 
que al interior del Estado que tengan competencia en materia de investigación y 
juzgamiento “Para alcanzar ese fin el Estado debe observar el debido proceso y garantizar, 
entre otros, el principio de plazo razonable, el principio del contradictorio, el principio de 
proporcionalidad de la pena, los recursos efectivos y el cumplimiento de la sentencia” 
(Masacre de La Rochela vs. Colombia, 2007)8. 
 
Este tipo de órdenes busca satisfacer, así sea de manera tardía, los derechos de las 
víctimas a la protección judicial, al recurso judicial efectivo y a la verdad y, por lo general, 
es una de las principales expectativas que esperan del litigio interamericano (Beristain, 
2010, págs. 79-83). Además, es necesario mencionar que la Corte ha ordenado este tipo 
de medidas para aquellos casos en donde considera que se configuró una violación grave 
de los derechos humanos, donde se enmarcan conductas que puedan ser clasificadas 
como: desapariciones forzadas, crímenes de lesa humanidad, desplazamiento forzado, 
violencia sexual, tortura, tratos inhumanos o degradantes causados intencionalmente para 
causar la muerte o sufrimientos graves, ataques a la población civil o sus bienes y el 
reclutamiento forzado de menores de 15 años (CIDH, 2004).  
                                               
 
8 Para una descripción exhaustiva de cada actividad asociada a esta obligación, ver (Leach, 
Sandoval, & Murray, 2016).  
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1.2.1 Investigar, juzgar y sancionar, una obligación de medios 
 
En repetidas ocasiones la CorteIDH ha establecido que la obligación de investigar, juzgar 
y sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos es una 
obligación de medios, lo cual implica actuar con diligencia, más no se puede exigir la 
consecución de un resultado específico para declarar su cumplimiento (Caso Velásquez 
Rodríguez vs. Honduras, 1988). Esta calificación como una obligación de medios no estuvo 
exenta de debates al interior de la CorteIDH y durante la ejecución genera discusiones en 
torno a la valoración de la debida diligencia de las autoridades. El Juez Cançado ha 
expresado su inconformidad sobre este punto en diferentes sentencias y en sus obras, ha 
manifestado que se debería ser considerada como una obligación de resultado9.  
 
En el marco de los casos contenciosos decididos por la Corte se han presentado debates 
sobre el alcance de la obligación de investigar como obligación de medio. Si bien el 
Tribunal Interamericano ha sido criticado por supuestamente tener una vocación de 
“castigo a ultranza” (Pastor, 2011), lo cierto es que ya son varios ejemplos en los que la 
ausencia de una totalidad de condenas no ha generado responsabilidad internacional por 
sí misma10.  
 
Por una parte, la jurisprudencia constante de la Corte indica que procede investigar, juzgar 
y, en su caso, sancionar. Es decir, no se hace énfasis en el castigo carcelario o en la 
“sanción penal”, pues lo fundamental es que se haya adelantado una investigación y un 
juicio en forma diligente y dependerá, en cada caso, según lo que se derive de cada 
proceso, que el conjunto de elementos permita o no aplicar una sanción penal. Así, por 
ejemplo, la Corte se ha abstenido de atribuir responsabilidad internacional respecto a la 
violación de la obligación de investigar por el solo hecho de que no existan condenas 
                                               
 
9 Ver Cançado Trindade, A.A. Voto razonado de la Sentencia Baldeón García vs. Perú. Fondo, Reparaciones 
y Costas, Serie C No. 147, 6 de abril de 2006. Párr. 12. Cançado Trindade, A.A. Voto razonado de la 
Sentencia Trabajadores del Congreso vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 158, 30 de 
noviembre de 2007. Párr. 13 y ss. 
10 En este segmento se retoman algunas ideas expuestas en Parra (2012). 
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específicas, tal como se deriva del caso Martín del Campo Dood Vs. México, cuando el 
Tribunal analiza un alegato según el cual “ninguno de los once funcionarios públicos 
denunciados han sido procesados o sancionados penalmente”. Como lo indicara el 
respectivo voto razonado de la jueza Medina Quiroga, “el alegar que un recurso no ha sido 
acogido no dice relación con ninguna de las [garantías judiciales que el artículo 8 de la 
Convención] establece para que se cumpla con un debido proceso”. A la Corte le compete 
entonces “examinar los defectos de la investigación”, los cuales no se derivan del solo 
hecho de la inexistencia de sanciones por un crimen (Caso Alfonso Martín del Campo Dodd 
Vs. Estados Unidos Mexicanos. Excepciones Preliminares, 2004).  
 
En similar sentido, en el caso Palma Mendoza Vs. Ecuador, es posible ver un importante 
nivel de deferencia respecto a la ponderación de prueba que efectúan las autoridades 
internas respecto a si procede o no procede sancionar penalmente a una persona, de tal 
forma que no se compromete la responsabilidad internacional del Estado por el sólo hecho 
de que no se haya efectuado una condena contra los presuntos autores intelectuales de 
un secuestro seguido de asesinato (Caso Palma Mendoza Vs. Ecuador. Excepción 
Preliminar y Fondo. , 2012).   
 
Asimismo, en el caso Luna López Vs. Honduras, aunque los representantes de las víctimas 
alegaban que existía una violación del acceso a la justicia por la falta de condenas en el 
caso, la Corte IDH declaró que no existía responsabilidad internacional del Estado teniendo 
en cuenta lo siguiente: 
 
187. En vista de la evaluación general del proceso, la Corte constata que el 
Estado realizó diversas diligencias con el fin de esclarecer los hechos y sancionar 
a los responsables. En relación con la sentencia definitiva absolutoria a favor del 
presunto autor intelectual, dicha decisión no fue cuestionada ante este Corte, ya 
fuera por presentar vicios sustanciales, fraude procesal o cosa juzgada fraudulenta 
(supra párr. 180). Por tanto, de conformidad con las circunstancias particulares del 
caso, se aprecia que el sistema judicial del Estado operó mediante la investigación 
de los hechos y determinación de responsabilidades particulares, y quedó impedido 
de concluir otras responsabilidades, con motivo de la muerte de dos imputados. Lo 
anterior, no impide que, de existir mayores elementos de prueba, la autoridad 
interna competente pueda determinar la continuación de la investigación y 
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establecimiento de responsabilidades correspondientes, de conformidad con su 
legislación interna. 
[…] 
197. La Corte concluye que, siendo que la obligación de investigar es una 
obligación de medio, no fue acreditado, en el presente caso, que el Estado dejara 
de realizar una investigación seria y exhaustiva y en un plazo razonable de acuerdo 
con las circunstancias del caso, con el fin esclarecer los hechos. En consecuencia, 
la Corte considera que el Estado no es responsable internacionalmente por la 
violación de los derechos establecidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana. (Caso Luna López Vs. Honduras, 2013) 
 
Finalmente, es importante resaltar que la determinación de responsabilidad internacional 
es diferente a la determinación de responsabilidad penal. En numerosos pronunciamientos 
la Corte IDH ha establecido que no pretende reemplazar a los jueces nacionales en la 
precisión de autorías o en el establecimiento de sanciones, razón por la cual es impropio 
alegar posibles problemas de garantías judiciales en el contencioso internacional para los 
acusados de ciertas violaciones de derechos humanos, sin desconocer que los procesos 
de implementación exigirán una redefinición en sede penal de lo establecido en sede 
internacional (Parra Vera, 2012).  
 
1.3 De la teoría a la práctica: panorama del cumplimiento 
de las sentencias de la Corte Interamericana 
 
Gran parte de las investigaciones sobre la “justiciabilidad” de los derechos entendida como 
la forma de hacerlos valer ante los tribunales, se concentran en las etapas previas a la 
decisión o a su contenido, sin realizar mayores consideraciones acerca de los efectos 
reales y potenciales de las decisiones (Rodríguez Garavito & Rodríguez Franco, 2010, pág. 
20). Sin embargo, la materialización de los derechos no se agota con la expedición de una 
sentencia o una norma, puesto que los cambios en el ámbito del derecho no siempre 
generan efectos automáticos en la realidad, con lo cual surge la necesidad de analizar la 
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etapa de implementación de las sentencias y valorar hasta qué punto cumplen las 
exigencias de los tribunales y modifican la situación del destinatario final. En el plano de 
los derechos humanos, diferentes autores han señalado que la lucha por su difusión en el 
ámbito internacional ha dejado de ser el debate principal, puesto que “el desafío de este 
fin de siglo es la nacionalización de los derechos universales, como la única forma de 
hacerlos efectivos en el ámbito interno” y asegurar su vigencia (Abregú, 2004, pág. 5). 
 
Esto aplica también para las decisiones del Sistema Interamericano, cuyo objetivo es 
brindar protección a las personas de manera subsidiaria a los Estados, por lo general, 
después de largas luchas por reivindicar sus derechos y que pretende generar cambios 
reales en la situación de los derechos humanos en la región. Precisamente la 
implementación de las decisiones del SIDH ha generado buena parte de sus críticas, ante 
las dificultades que surgen a la hora de reparar integralmente a las víctimas de violaciones 
a los derechos humanos en la región.  
 
Aun cuando existe una decisión definitiva emitida por la CorteIDH o la CIDH no se asegura 
por completo la materialización y el disfrute de los derechos humanos de las víctimas. El 
artículo 68 de la CADH establece que el cumplimiento de las reparaciones queda en 
cabeza de los Estados y a nivel interno existen múltiples situaciones que pueden dificultar 
esta tarea.  
 
Este aparte presenta las principales discusiones y enfoques adoptados en torno a la 
implementación de las sentencias de la CorteIDH para ilustrar las complejidades que 
existen a la hora de analizar los efectos generados por las órdenes de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de violaciones a los derechos humanos. Para este propósito, 
es necesario tener en cuenta los siguientes presupuestos básicos que se desarrollan en el 
capítulo: 
  
1. La implementación de las sentencias de la CorteIDH puede enfrentar las 
dificultades de cualquier decisión judicial, pero adicionalmente enfrenta algunas 
particulares determinadas por i) las condiciones del tribunal que lo profiere, ii) la 
generalidad de las órdenes emitidas y iii) los hechos que generaron el litigio, es 
decir, las violaciones a los derechos humanos. 
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2. La investigación, juzgamiento y sanción de los responsables es una obligación de 
medio, por lo cual la valoración de su cumplimiento se realiza con la conducta de 
los Estados y no con resultados específicos. 
3. Los efectos de las sentencias pueden darse en múltiples niveles, que trascienden 
al cumplimiento declarado por la CorteIDH y que, a su vez, generan estrategias 
diferenciadas entre los actores que participan en la implementación.  
 
El cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana ha sido objeto de múltiples 
investigaciones y enfoques metodológicos. En medio de esta variedad, los estudios 
realizados hasta el momento coinciden en señalar que la etapa de cumplimiento es un 
proceso complejo, que varía dependiendo del tipo de reparación ordenada por la Corte y 
que se encuentra en constante evolución al interior del Tribunal. En efecto, gran parte de 
las sentencias de la CorteIDH son apenas el inicio de un nuevo proceso de ejecución al 
interior de los Estados, implican retos para la capacidad y los recursos de este tribunal11, 
ante la necesidad de realizar seguimiento de un gran número de sentencias, que no 
pueden ser cerradas hasta la declaración del cumplimiento de todas las medidas de 
reparación ordenadas. (Baluarte, 2012). Desde el punto de vista de la CorteIDH, el 
panorama general de cumplimiento es el siguiente: 
 
 “Actualmente se encuentran en etapa de supervisión de cumplimiento 182 casos, 
que implican la supervisión de 901 medidas de reparación” (CorteIDH, Informe 
Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2016). 
 Durante el 2016, se realizaron labores de supervisión de cumplimiento (solicitudes 
de información, audiencias y resoluciones de cumplimiento) de 181 casos 
contenciosos. (CorteIDH, Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 2016) 
 Para este año, tan solo 27 casos habían sido archivados por cumplimiento total. 
(Corte IDH, Casos archivados por cumplimiento, 2016) 
 
                                               
 
11 A diferencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el cual el cumplimiento de las sentencias 
pasa a ser competencia del Consejo de Ministros, la CorteIDH la supervisión de los fallos se ejerce de 
manera paralela con la función jurisdiccional. 
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Este escenario ha despertado el interés de la academia y la sociedad civil por diagnosticar 
y entender las complejidades de la implementación de las sentencias emitidas por la 
CorteIDH. Entre la variedad de estudios es necesario distinguir los diferentes enfoques que 
existen para mantener la precisión de los términos y entender los fenómenos que describe 
cada uno.  
 
Por una parte, se encuentran los estudios sobre el cumplimiento de las sentencias de la 
CorteIDH y por otra, los estudios que analizan su impacto. El cumplimiento ha sido definido 
como la implementación o el acatamiento de lo ordenado por la CorteIDH, mientras que el 
impacto es el grado en el que los organismos mejoran las condiciones de derechos 
humanos, proporcionan un recurso judicial a las víctimas y generan cambios al interior de 
los Estados para reducir la probabilidad de generar nuevas violaciones (Engstrom, 2017, 
pág. 4). El análisis sobre el impacto de una decisión busca determinar la capacidad de un 
organismo para generar cambios de comportamiento o de políticas públicas y en este 
sentido, aporta elementos adicionales al mero cumplimiento.  
  
Entre los estudios sobre el cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana se 
destaca el de Basch y otros (2010, pág. 21), donde se analizan cuatrocientas sesenta y 
dos (462) órdenes de reparación impartidas por la CIDH y por la CorteIDH entre los años 
2001 a 2006. A grandes rasgos, el estudio concluye que las decisiones de la CorteIDH se 
cumplen en mayor medida que las provenientes de la CIDH y desagrega el tipo de órdenes 
en trece (13) grupos, para analizar la influencia que esta distinción genera en el 
cumplimiento. A partir de esta división, es posible observar que determinados tipos de 
órdenes se cumplen en mayor medida que otras.  
 
Uno de los peores lugares, es ocupado por las órdenes sobre la “investigación de los 
hechos que llevaron a la violación y búsqueda de responsables” que, en sus diferentes 
modalidades -con reforma legal o sin reforma legal-, muestran un nivel de incumplimiento 
del 67% y 89% respectivamente. (Basch, y otros, 2010) 
 
Los anteriores resultados concuerdan con un estudio realizado por David Baluarte (2012), 
que se enfoca en noventa y una (91) sentencias de la CorteIDH emitidas entre 1989 y 2009 
y que contienen más de quinientas (500) órdenes de reparación. La principal fuente de 
este estudio son las resoluciones de cumplimiento emitidas por la Corte en ejercicio de las 
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funciones de seguimiento y también se dividen los tipos de órdenes en trece (13) grupos, 
que varían en frecuencia de la siguiente forma: 
 
 
Gráfico 1 Número de órdenes por tipo de reparación 
 
Fuente: Baluarte, 2012. Gráfico: elaboración propia 
 
 
Al amparo del concepto de reparación integral ampliamente desarrollado por la CorteIDH, 
se ha generado una importante evolución en el tipo de medidas de reparación que 
conforman el catálogo de órdenes que expone Baluarte. Si bien cada caso y las violaciones 
particulares a los derechos humanos generan determinados tipos de reparaciones, es 
posible encontrar tendencias entre las reparaciones que se consolidan con el tiempo y 
adquieren mayor frecuencia. Como se mostrará a lo largo del capítulo, ese es el caso de 
las órdenes de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a 
los derechos humanos que se han convertido en una de las órdenes de reparación más 
frecuentes, pero registra uno de los niveles de cumplimiento continúan más bajos.  
  
A continuación se muestran los resultados del nivel de cumplimiento de las órdenes de 
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Gráfico 2 Cumplimiento por tipo de orden de reparación 
 
Fuente: Baluarte, 2012. Gráfico: elaboración propia 
 
 
El estudio muestra que, de las cincuenta y siete (57) sentencias que contienen órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones, tan solo se ha 
declarado el cumplimiento en una oportunidad, lo cual representa un nivel de cumplimiento 
del 2%. (Baluarte, 2012, pág. 298)  
 
El cumplimiento de las órdenes de la CorteIDH también ha sido abordado desde los 
responsables de su ejecución a nivel interno y los resultados de este análisis resultan 
particularmente útiles para la presente investigación. Dado que la Corte dicta órdenes muy 
variadas para reparar a las víctimas, por lo general, se hace necesaria la participación de 
instituciones diferentes al ejecutivo para su cumplimiento. Con el estudio desarrollado por 
Alexandra Huneeus (2011) se pudo determinar que existen brechas importantes de 
cumplimiento entre las órdenes que competen exclusivamente al ejecutivo y las que 
involucran a otras ramas del poder público. A continuación, se ilustran los resultados del 
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Gráfico 3 Cumplimiento por actor responsable 
 
Gráfico: Elaboración propia. Fuente: Huneeus, 2011. Pg. 509 
 
 
Sobre este punto, es necesario aclarar que en diferentes países de América Latina el ente 
de investigación en los procesos penales se denomina o se encuentra al interior del 
Ministerio Público. En Colombia, las funciones de investigación y juzgamiento son 
desarrollada al interior de la Rama Judicial por la Fiscalía General de la Nación -que tiene 
un régimen propio- y por los jueces penales, respectivamente.  
 
Precisamente, la brecha de cumplimiento determinada por los responsables a nivel interno 
se puede ver con claridad en las órdenes de investigar, juzgar y sancionar, que involucran 
a la rama judicial en el desarrollo de procesos penales en contra de los responsables de 
violaciones a los derechos humanos, al ejecutivo en el seguimiento internacional y en 
algunas ocasiones, al legislativo cuando se requieren reformas legales. De acuerdo con el 
estudio, esta brecha no se explica por la dificultad de cumplir un tipo de órdenes o sus 
costos, sino por las posiciones institucionales e ideológicas de los responsables del 
cumplimiento, que pueden diferir de las posiciones del ejecutivo (Huneeus, 2011, pág. 
510). El tipo de interacciones requeridas para el cumplimiento de las órdenes en materia 
de justicia y la necesidad de coordinación interinstitucional puede representar un obstáculo 
en sí mismo, en la medida en que entre las instituciones pueden existir intereses diferentes 
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En este estudio se pudo determinar que, de los ciento catorce (114) casos contenciosos 
fallados por la CorteIDH entre 1979 y 2009, el cumplimiento de setenta y ocho (78) requería 
de la intervención del poder judicial, de los cuales, sesenta y cinco (65) se referían a la 
investigación penal de los hechos y para ese momento, no se había declarado el 
cumplimiento ningún caso (Huneeus, 2011, págs. 503-508).  
 
Teniendo en cuenta que las órdenes de investigar, juzgar y sancionar van dirigidas a los 
órganos jurisdiccionales de los Estados, el autor sugiere que se podría generar una 
relación directa entre la CorteIDH y los tribunales nacionales que aumente el grado de 
compromiso de estas instituciones a nivel internacional. Sin embargo, hasta el momento 
del estudio no se había explotado esta posibilidad, puesto que, por lo general, la interacción 
con los Estados se realiza a través del ejecutivo. En esta medida, el texto propone que la 
CorteIDH interactúe directamente con los jueces de instancia y las instituciones locales de 
justicia durante la etapa de supervisión de las sentencias (Huneeus, 2011). 
 
Posteriormente, Huneeus presenta los debates en torno al seguimiento de las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar a partir de ciento cuarenta y cinco (145) órdenes de la 
CorteIDH y doscientas treinta y ocho (238) resoluciones de cumplimiento, que parte de la 
respuesta de los Estados frente a las órdenes emitidas por la CorteIDH en materia de 
justicia. Los resultados del estudio muestran que en las cincuenta y una (51) sentencias 
que ordenan este tipo de reparaciones se registran los siguientes resultados: 
 
 En veinticuatro (24) casos no se registran avances desde el fallo de la Corte.  
 En dieciocho (18) casos se registran algunos avances en materia de participación 
de las víctimas, anulación de decisiones que impiden la investigación, sin embargo, 
no se registran imputaciones o condenas nuevas.  
 En nueve (9) casos se han removido los obstáculos para la investigación y existen 
resultados posteriores a la sentencia, como imputaciones y condenas. En esta 
categoría se señalan los casos de Las Palmeras y Escué Zapata vs. Colombia 
(Huneeus, 2013, pág. 16). 
 
Adicionalmente, el estudio señala que se han producido treinta y nueve (39) condenas 
posteriores a la sentencia de la CorteIDH en quince (15) casos contenciosos que se 
tramitan en un promedio de cinco (5) años y de las cuales, seis (6) corresponden a 
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Colombia. Sin embargo, el autor hace notar que no todos estos casos clasifican dentro de 
la categoría que registra avances sustanciales, pues mantienen deficiencias en otros 
aspectos de la investigación, particularmente en la persecución de los autores 
intelectuales. Esto muestra la dificultad de medir los impactos de las sentencias de la 
CorteIDH en la lucha contra la impunidad de graves violaciones a los derechos humanos, 
que no puede ser reducida exclusivamente al número de condenas o imputaciones 
posteriores a la sentencia y la necesidad de adentrarse en las dinámicas de la 
administración de justicia de cada país y los patrones de impunidad. Finalmente, destaca 
que la causalidad entre los resultados y las sentencias proferidas no necesariamente es 
clara por la confluencia de factores que inciden en la investigación y sanción.  
 
Las distinciones entre cumplimiento e impacto permiten ver que, si bien el cumplimiento 
que reflejan las resoluciones de la CorteIDH en estricto sentido puede ser muy bajo, esto 
no necesariamente implica que las sentencias carezcan de efectividad y que no generen 
grandes cambios a nivel interno. Esto guarda relación con el papel complementario de los 
sistemas de protección de derechos humanos pues, con sus decisiones se busca fortalecer 
la capacidad de los Estados y sus instituciones internas para proteger los derechos 
humanos y prevenir su violación, lo cual naturalmente incluye a la administración de 
justicia.  
 
En este sentido, Hunneus (2013, pág. 18) muestra que aun cuando la CorteIDH no había 
declarado el cumplimiento de órdenes en materia de justicia en ningún caso, su influencia 
en materia de protección de derechos humanos por vía judicial no es despreciable. La 
supervisión de las sentencias propicia una espacio para el aprendizaje institucional a partir 
del diálogo entre las autoridades internas con la CorteIDH que, en algunas ocasiones, ha 
conducido a la remoción de obstáculos para llevar a cabo la investigación, la limitación del 
fuero penal militar con pronunciamientos de las Altas Cortes y la interpretación de normas 
que resulta favorable a las investigaciones de crímenes internacionales, en especial 
aquellos que pueden ser clasificados como crímenes de lesa humanidad (Huneeus, 2013, 
pág. 21).  
 
Finalmente, se trae a colación el estudio de González- Salzberg (2010), que analizó 
setenta (70) sentencias de la Corte expedidas entre 1989 y 2006, y dividió las medidas de 
reparación más frecuentes en seis (6) categorías. Esta división permite mirar las 
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diferencias en el grado de cumplimiento que existen entre las diferentes órdenes y se 
resumen de la siguiente manera:  
 
Gráfico 4 Cumplimiento por tipo de orden 
 
 
Fuente: (González-Salzberg D. , 2010, pág. 129). 
 
Como se puede ver en el gráfico, esta investigación también coincide en señalar las 
limitaciones de la CorteIDH para compeler a los Estados a llevar a cabo las acciones 
judiciales en contra de los responsables de violaciones a los derechos humanos.  
 
Este documento resalta la diferencia que existe entre el cumplimiento y la efectividad; pues 
es particularmente crítico sobre el criterio de “todo o nada” que utiliza la CorteIDH para 
declarar el cumplimiento de los casos, ya que no tendría en cuenta cumplimiento parcial y 
desconocería que la efectividad es una cuestión de grado, como sugiere el autor. Por el 
contrario, los datos muestran que los Estados no son indiferentes a las sentencias de la 
CorteIDH como parecería deducirse de los datos sobre casos cerrados por cumplimiento 
total, que arrojan tan solo el 6% de los casos con sentencia (González-Salzberg D. , 2010, 
pág. 121).  
 
Diferentes conclusiones se pueden extraer de estas investigaciones. En primer lugar, 
existe un problema de incumplimiento muy marcado en las órdenes de justicia que afecta 
tanto el derecho a la justicia que tienen las víctimas de graves violaciones a los derechos 
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las causas que lo generan. En segundo lugar, es posible afirmar que se trata de un 
fenómeno complejo, común a todos los Estados que han aceptado la competencia de la 
Corte y permite detectar tendencias de impunidad en la región. En tercer lugar, se trata de 
un fenómeno no puede ser abordado exclusivamente desde un enfoque cuantitativo, 
puesto que este tipo de órdenes exige adentrarse en los contextos políticos y sociales de 
cada Estado, adoptar métodos que permitan ver los esfuerzos para permitir el 
cumplimiento o que, por el contrario, persiguen su obstrucción. Por último, si bien las 
resoluciones de cumplimiento emitidas por la Corte son un punto de partida importante 
para detectar el problema, el análisis no se agota con estos documentos que, por su 





2. Hallazgos sobre la obligación de investigar, 
juzgar y sancionar en el caso colombiano 
Parte de los cuestionamientos en materia de implementación de las decisiones de la 
CorteIDH se remiten a la capacidad que tiene para compeler a los Estados a cumplir. Este 
debate no es exclusivo de la CorteIDH y, por el contrario, es un cuestionamiento constante 
a los organismos internacionales y a los mecanismos internacionales de protección de 
derechos humanos (Callavaro, 2008), que pueden ser exigibles desde un plano formal, 
pero dependen de acciones concretas de las autoridades locales para su materialización. 
Como sintetiza Abregú, “Mientras que el Derecho internacional determina las obligaciones 
de los Estados parte, será el Derecho local el que decidirá, en la práctica, la vigencia de 
un derecho” (Abregú, 2004). 
 
Por este motivo, es importante entender las condiciones que rodean la implementación de 
las órdenes en materia de justicia y, por lo tanto, las relaciones que se presentan durante 
la etapa de supervisión de las sentencias entre la Corte Interamericana y las instituciones 
locales.  
 
Este capítulo se enfoca en el panorama que rodea el cumplimiento de las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar en los casos contenciosos contra Colombia. En primer lugar, 
se describen las discusiones recientes en torno a la obligatoriedad de las sentencias de la 
CorteIDH en Colombia y el procedimiento interno para su ejecución. Posteriormente se 
muestran unos hallazgos particulares de las entrevistas sobre el impacto positivo del litigio 
ante el SIDH en Colombia, con el ánimo de mantener su integridad, a pesar de que el 
fenómeno estudiado es el cumplimiento.  
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2.1 El cumplimiento de las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en Colombia 
 
A nivel local, el cumplimiento de las sentencias de la Corte ha sido abordado desde la 
academia y algunas entidades del gobierno. Desde la academia se destaca el estudio de 
Urueña y otros que analiza nueve (9) sentencias proferidas por la CorteIDH contra 
Colombia entre 2004 y 2012 que contienen ochenta y ocho (88) órdenes de reparación, 
para diseñar indicadores de cumplimiento y diagnosticar los factores que inciden en los 
resultados.   
 
La novedad del estudio consiste en identificar que, pese a algunos imaginarios, los factores 
jurídicos, institucionales y presupuestales no explican el incumplimiento de las sentencias 
de la CorteIDH, sino que están asociados a los denominados factores informales. En 
Colombia, es claro que las sentencias de la CorteIDH son vinculantes, existen las 
herramientas legales para lograr el cumplimiento de las reparaciones y formalmente existe 
un aparato institucional competente para esta labor. Sin embargo, los obstáculos que, 
según los autores, impiden el cumplimiento se explican por las prácticas o la cultura 
organizacional en las instituciones estatales que intervienen en la etapa de implementación 
(Anzola, Sánchez, & Urueña, 2017, pág. 490). Este aspecto será desarrollado a 
profundidad en el aparte de las entrevistas, pero pone de presente un punto crucial en la 
justiciabilidad de los derechos, ya que los mecanismos institucionales y legales solo dan 
cuenta de un fragmento del debate, pero no lo agotan y debe ser valorado conjuntamente 
con los factores ajenos al campo jurídico.  
 
Nuevamente los resultados muestran el incumplimiento generalizado de las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos 
humanos que asciende al 79% de las órdenes y un 21% de cumplimiento parcial. 
 
Por su parte, el órgano encargado de la supervisión del cumplimiento de las sentencias 
emitidas por la CorteIDH al interior del Estado colombiano señaló que, entre 1995 y 2016 
la CorteIDH emitió un total de diecisiete (17) sentencias que contienen ciento treinta y 
nueve (139) órdenes de reparación.  
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Con base en las resoluciones de cumplimiento emitidas por la Corte, el Ministerio muestra 
los resultados en la implementación que se sintetizan el gráfico 5. Para el 2017, se habían 
cumplido sesenta y nueve (69) órdenes, cincuenta y cinco (55) se encontraban en trámite 
de cumplimiento y quince (15) estaban “por cumplir” (Ministerio de Relaciones Exteriores, 
2017). Sobre esta última categoría se realiza la siguiente precisión “por diferentes motivos 
su implementación no ha iniciado (se solicitó aclaración a la CorteIDH, se deben cumplir 
ciertos requisitos para su implementación, se está evaluando qué entidad del Estado 
asumirá su implementación, etc.)” (Ministerio de Relaciones Exteriores, Oficio S-GSORO-
17-062581, 2017).  
 
Gráfico 5 Cumplimiento de las órdenes emitidas por la CorteIDH en las sentencias 
de Colombia 
 
Gráfico: Elaboración propia 
Fuente: Ministerio de Relaciones Exteriores, Oficio S-GSORO-17-062581 
 
A su vez, las estadísticas del Ministerio permiten ver que el panorama de cumplimiento 
varía dependiendo del tipo de observación. Si se considera únicamente el cumplimiento 
total de los casos contenciosos contra Colombia, se puede afirmar que el resultado es cero. 
No obstante, desde la perspectiva de las órdenes existe un panorama más alentador, con 
un 50% de cumplimiento.  
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Respecto de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar no sucede lo mismo. De la 
respuesta suministrada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, se puede ver que la 
mayoría de las órdenes en materia de justicia se encuentran en trámite de cumplimiento12, 
en una se señala una categoría diferente de “cumplimiento parcial”13 y tan solo en una se 
declaró el cumplimiento total14. (Ministerio de Relaciones Exteriores, Oficio S-GSORO-17-
062581, 2017) 
 
2.2  Obligatoriedad y procedimiento interno para la 
ejecución de las sentencias de la CorteIDH en 
Colombia 
 
Una de las primeras discusiones para abordar la ejecución de las decisiones proferidas por 
un organismo internacional es el valor jurídico de sus pronunciamientos y como 
consecuencia, establecer si resultan vinculantes para los Estados y sus autoridades 
internas. 
 
En Colombia, la obligatoriedad de las sentencias de la CorteIDH y en general del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) no siempre ha sido pacífica y refleja los 
profundos cambios generados por la Constitución de 1991. Uprimny (2007) sintetiza las 
principales transformaciones que se produjeron en Colombia sobre la recepción del DIDH, 
el valor de las decisiones de organismos internacionales y muestra el papel fundamental 
que tuvo la expedición de la Constitución de 1991 en este camino. Antes de la Constitución, 
predominaba la postura formalista de la Corte Suprema de Justicia que consideraba los 
tratados y decisiones de DIDH como una cuestión política sin valor jurídico en el orden 
interno y que, por lo tanto, no podían ser aplicados directamente por los jueces.  
 
                                               
 
12 Así se clasifican las órdenes de investigar, juzgar y sancionar de los siguientes casos: Caballero Delgado y 
Santana, Las Palmeras, 19 Comerciantes, Gutiérrez Soler, Pueblo Bello, Masacres de Ituango, Masacre de La 
Rochela, Valle Jaramillo, Manuel Cepeda Vargas, Vélez Restrepo y familiares, Operación Génesis, Rodríguez 
Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia), Yarce y otras.  
13 Así se clasifica la orden de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de la Masacre de Mapiripán.  
14 Este corresponde al caso Escué Zapata vs. Colombia que se declara cumplida en la Supervisión de 
cumplimiento del 22 de noviembre de 2016. 
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Con el nuevo texto constitucional, los tratados de derechos humanos ratificados por el 
Estado colombiano adquieren una categoría especial en el orden interno y se ubican en el 
mismo nivel de jerarquía que la Constitución (Uprimny Yepes, 2007, pág. 132). La recién 
creada Corte Constitucional reconoció la posibilidad de aplicar directamente los tratados 
de derechos humanos a partir del llamado “bloque de constitucionalidad”. No obstante, el 
texto constitucional no aclara el valor de las decisiones proferidas por los órganos de 
control de los tratados de derechos humanos ni su lugar en el sistema de fuentes del 
derecho, por lo cual es necesario remitirse a la jurisprudencia de la Corte Constitucional.  
 
La Corte ha reconocido una fuerza especial de las sentencias proferidas por instancias 
internacionales, como un criterio hermenéutico relevante para determinar el alcance de los 
derechos constitucionales15. Sin embargo, la posición de la Corte respecto de las 
decisiones proferidas por órganos internacionales sobre casos concretos brinda un 
alcance distinto, del cual se deriva su exigibilidad en el orden interno y la posibilidad de 
interponer tutelas para hacerlos cumplir. Entre estos supuestos, se encuentran las 
sentencias proferidas por la CorteIDH, que determinan la aplicación de la CADH a casos 
concretos y son de obligatorio cumplimiento por parte de las autoridades colombianas. 
 
Este reconocimiento no es meramente formal y genera un efecto práctico importante, ya 
que la Corte ha reconocido que la tutela es el medio idóneo para hacer cumplir las 
sentencias de la CorteIDH, ante la falta de otros mecanismos judiciales para este propósito. 
La Sentencia T-653/12 resolvió la tutela de los familiares de los 19 comerciantes, que 
solicitaban la ejecución de la sentencia de la CorteIDH. En esta ocasión la Corte expresó: 
 
Como la tutela no demanda formalidades o ritualidades, […] para que un juez de amparo 
constitucional esté en la posibilidad de hacer exigible y conminar a las autoridades 
públicas a cumplir las medidas de reparación de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, basta con la simple constatación que haga de las órdenes impartidas en el 
fallo internacional y que tenga prueba de que estas no se han satisfecho en los términos 
previstos en dicha sentencia. (Sentencia T 653 de 2012, 2012)  
                                               
 
15 Una investigación a profundidad sobre la aplicación de la Jurisprudencia de la CorteIDH por parte de la Corte 
Constitucional Colombiana, fue realizada por el ex magistrado Jaime Córdoba Triviño en el año 2007. 
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La obligatoriedad de las sentencias de la CorteIDH es un aspecto claro para la Corte 
Constitucional, incluso en medidas de reparación no pecuniarias. Por ejemplo, el Alto 
Tribunal ordenó por vía de tutela el cumplimiento del acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional en los términos ordenados por la CorteIDH, que garantizara 
la participación de las víctimas y concedió un término de dos (2) meses improrrogables 
para su realización. (Sentencia T-564/16, 2016) 
 
La tutela interpuesta por los representantes de víctimas de las Masacres de Ituango resulta 
de particular importancia para valorar la ejecución de las sentencias y comprender el 
proceso de cumplimiento interno que se abordará a continuación. En esta sentencia la 
Corte no solo reconoció la posibilidad interponer tutelas para cumplir las órdenes de la 
sentencia de la CorteIDH, sino que conminó al Ministerio de Relaciones Exteriores a 
“ejercer una función de coordinación efectiva en la que se ilustre de manera adecuada y 
oportuna a las diferentes entidades del Estado responsables de la atención de la población 
desplazada por la violencia, de la necesidad de cumplir con los fallos judiciales de los 
organismos internacionales” (Sentencia T-367/10, 2010).  
 
Así las cosas, este breve recuento de las discusiones internas sobre el valor jurídico de las 
sentencias de la CorteIDH permite ver que las Altas Cortes colombianas reconocen su 
obligatoriedad y han avalado la justiciabilidad de las medidas de reparación por medio de 
la acción de tutela. Estas consideraciones generan consecuencias importantes para las 
autoridades públicas y para las víctimas, en la medida que descartan los obstáculos 
jurídicos para el cumplimiento (Anzola, Sánchez, & Urueña, 2017) y permiten plantear la 
siguiente reflexión ¿se podría exigir el cumplimiento de las órdenes de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables de violaciones a los derechos humanos por vía de tutela?  
 
Si bien actualmente es claro que en Colombia es posible ejecutar una sentencia de la 
CorteIDH por medio de acciones de tutela para casos de incumplimiento, es necesario 
aclarar que este es un mecanismo excepcional que no representa el conducto regular para 
este propósito. A continuación, se describe el procedimiento general para ejecutar las 
sentencias de la CorteIDH en Colombia y las vías institucionales que se han moldeado 
para aplicar las normas internas a las particularidades de las sentencias internacionales, 
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Vgr. superar la falta de claridad sobre los órganos competentes para cumplir y la 
generalidad de las órdenes judiciales. 
 
2.2.1 Procedimiento interno para la ejecución de sentencias  
 
En general, cada Estado dispone de mecanismos diferentes para ejecutar las sentencias 
de la CorteIDH y han diseñado sistemas más o menos sofisticados para este fin. A las 
particularidades de cada Estado, se suman algunas circunstancias que pueden tornar más 
compleja la etapa de cumplimiento, como: i) el tipo de reparación ordenada (Basch, y otros, 
2010), ii) el número de víctimas que sea necesario convocar y consultar, iii) la necesidad 
de individualizar e identificar a las víctimas durante esta etapa (Corte IDH, Supervisión de 
cumplimiento Sentencia Masacre de Mapiripán Vs. Colombia, 2012) y iv) la dificultad de 
materializar condenas en abstracto como las que realiza la CorteIDH, ya que en las 
sentencias no se “individualiza, ni identifica a las entidades o funcionarios que deberían 
tener a su cargo el cumplimiento de la decisión” (Bravo Rubio, 2009).  
 
Esta sección se concentra mostrar la evolución del procedimiento en Colombia, los 
avances en torno a la creación de instancias interinstitucionales, la determinación las 
entidades responsables del cumplimiento y los debates superados, como sucedió con las 
“indemnizaciones pecuniarias que en un principio generaban largas discusiones entre las 
entidades involucradas” (Amaya Villareal & Trespalacios Leal, 2017).  
 
La entrevista de Marcela Briceño-Donn, funcionaria de la Cancillería desde 1988, permite 
reconstruir los primeros años de peticiones individuales ante los organismos de derechos 
humanos de la OEA, junto con las dificultades que implicó esta novedad a nivel interno. 
Cuando llegó el primer caso de Colombia ante la CIDH, -el Caso Lalinde- no era claro cómo 
pronunciarse y, en su parecer, no existía plena conciencia sobre el trámite de este tipo de 
peticiones ni la importancia de los órganos multilaterales. Lo que era claro es que estos 
trámites debían ser adelantados por la Cancillería, que en ese momento no contaba con 
una unidad de derechos humanos, por lo cual fue asignado a los funcionarios de la 
Subsecretaría de organismos internacionales que combinaba todos los asuntos 
multilaterales y de derechos humanos (Briceño-Donn, 2017). 
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Posteriormente se presentó una reestructuración en la Cancillería y se creó la Dirección 
de asuntos especiales, que tenía equipos dedicados a los temas de drogas, armas, medio 
ambiente y derechos humanos. En ese momento no existía una política en derechos 
humanos ni una conciencia entre las instituciones sobre sus obligaciones de respeto y 
garantía que, desde la perspectiva de la entrevistada, no eran apropiados como asuntos 
de su competencia (Briceño-Donn, 2017).  
 
En este escenario la Cancillería recibió las comunicaciones de la CIDH, inició los canales 
para solicitar información a las entidades involucradas en los casos e institucionalizó 
reuniones periódicas que constituyeron los primeros grupos de trabajo interinstitucionales 
(Briceño-Donn, 2017). Esta práctica se institucionalizó en el año 2000 con la creación de 
la Comisión Intersectorial de derechos humanos (Decreto No. 321 de 2000), conformada 
por el Vicepresidente de la República, cinco ministros y el Alto Comisionado para la Paz 
con el objetivo de coordinar la ejecución de la política de derechos humanos. 
Posteriormente, el Decreto 4100 el 201116 creó el Sistema Nacional de derechos humanos 
y derecho internacional humanitario para articular a todas las entidades del orden nacional 
y territorial, con el fin de diseñar e implementar la Política integral en derechos humanos17 
y la Comisión Intersectorial quedó encargada de su coordinación18. (Amaya Villareal & 
Trespalacios Leal, 2017) 
 
A nivel de la Cancillería, el equipo de litigio se especializó y en el 2005 se conformó el 
Grupo Operativo Interinstitucional (en adelante GOI), que involucraba funcionarios del 
sector Defensa, Justicia e interior y la Vicepresidencia de la República (Revista Semana, 
2011).  
 
Bajo este panorama, cuando la Corte Interamericana notifica una sentencia condenatoria 
al Ministerio de Relaciones Exteriores, el procedimiento para su ejecución inicia con la 
convocatoria de la Comisión Intersectorial, que define las entidades encargadas del 
                                               
 
16 Esta norma deroga expresamente el Decreto No. 321 de 2000. 
17 Estas disposiciones fueron compiladas en el Decreto Único del Sector Presidencia, No. 1081 de 2015. 
18 La Comisión no sufrió mayores variaciones en su composición y la novedad de la reglamentación fue la 
posibilidad de convocar grupos técnicos e integrar instancias territoriales. 
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cumplimiento de cada orden específica, convoca a las entidades que considere necesarias 
para la implementación y se concretan los compromisos de cada una. 
 
Para este momento la Cancillería concentraba las actividades de litigio y seguimiento ante 
la CorteIDH. Sin embargo, con la expedición del Decreto Ley 4085 de 2011, el litigio ante 
el sistema interamericano quedó en cabeza de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado -ANDJE- que entró a asumirlo en enero de 2013, mientras que la ejecución de 
las providencias continuó en cabeza del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
particularmente en la Dirección de derechos humanos con el grupo de seguimiento a las 
órdenes y recomendaciones de órganos internacionales en materia de derechos humanos. 
 
Esta transición entre entidades no fue fácil desde la perspectiva de Ángela Ramírez, 
Agente del Estado y Experta de la Dirección de Defensa Jurídica Internacional de la 
ANDJE. Durante su entrevista manifestó que en el 2013 la agencia no tenía la capacidad 
operativa ni presupuestal para adelantar los litigios ante la CorteIDH. En ese momento, el 
personal de la ANDJE encargado del litigio era una persona y cinco (5) contratistas 
provenientes del GOI, que fue aumentando posteriormente con funcionarios de planta, lo 
cual permitió la remisión en físico de los expedientes.  
 
La siguiente ilustración representa los principales cambios institucionales que se han 
presentado en Colombia en torno al litigio ante la CorteIDH y el seguimiento de sus 
decisiones. 
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Ilustración 1 Transformaciones en el litigio ante el SIDH y seguimiento de sus 
decisiones en Colombia 
 
Ilustración: Elaboración propia. Fuente: (Briceño-Donn, 2017), (Fonseca, 2016) y (Ramírez, 2017). 
 
 
Paralelo a la consolidación de la institucionalidad para el litigio y el seguimiento ante el 
SIDH, fueron expedidas diferentes normas que facilitaron los pagos de indemnizaciones a 
nivel interno, por medio de parámetros objetivos para señalar la entidad responsable. La 
Ley 288 de 1996 estableció los instrumentos para la indemnización de perjuicios a las 
víctimas de violaciones a los derechos humanos determinadas por órganos internacionales 
y fue desarrollada por el Decreto No. 507 del 30 de marzo de 2016. Si bien estas normas 
no resultan aplicables para ejecutar las sentencias de la CorteIDH directamente (Bravo 
Rubio, 2009), ciertamente son utilizadas como un referente para determinar las entidades 
encargadas de realizar los pagos y los parámetros objetivos reducen las controversias 
entre éstas. Finalmente, es necesario destacar que actualmente los pagos de 
indemnizaciones cuentan con un rubro especial dentro del presupuesto nacional que 
facilita su ejecución (Bravo Rubio, 2009, pág. 333). 
 
En cuanto a las medidas de reparación no pecuniarias, se presenta un panorama distinto. 
Diferentes estudios sobre la implementación de las decisiones de la CorteIDH muestran 
que el procedimiento y su duración, dependen directamente del tipo de órdenes de la 













2005. Litigio y seguimiento: 
Cancillería, Dirección de DDHH y 
DIH, Grupo Operativo 
Interinstitucional-GOI- (Directiva 
Presidencial No. 02 de 2005)
2013. Litigio: ANDJE.
Seguimiento: Grupo de 
seguimiento a órdenes y 
recomendaciones de 
órganos internacionales 
(GSORO) que hace parte de 
la Dirección de DDHH y 
DIH de la Cancillería-
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Colombia, donde existe un mayor grado de cumplimiento de las reparaciones pecuniarias 
comparado con el alto grado de incumplimiento de medidas como la prestación de servicios 
de salud y el acceso a la justicia (Anzola, Sánchez, & Urueña, 2017). Es así como las 
medidas de reparación no pecuniarias -que establecen obligaciones de hacer en cabeza 
de diferentes entidades- no tienen un procedimiento reglado, lo que ha llevado al Ministerio 
de relaciones exteriores a desempeñar un rol informal de coordinación para su 
cumplimiento (Rodríguez Garavito & Kauffman, 2015, pág. 299). Como consecuencia, el 
Ministerio promueve reuniones con las instituciones, realiza peticiones de información y 
consolida las matrices de seguimiento de cada orden, sin embargo, “el éxito de la 
convocatoria depende de la influencia que pueda ejercer el Ministerio […] sobre los 
demás”. (Rodríguez Garavito & Kauffman, 2015, pág. 299) 
 
Específicamente el procedimiento para cumplir las órdenes de investigar, juzgar y 
sancionar sigue la ruta de la Comisión Intersectorial y de coordinación por parte del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, pero involucra un mapa de actores más complejo. 
Teniendo en cuenta que el cumplimiento de este tipo de órdenes depende de las 
actividades que realice la Rama Judicial -en especial del trabajo conjunto que realice la 
Fiscalía, para la etapa de investigación y la especialidad penal de la jurisdicción ordinaria 
para llevar a cabo el juicio e imponer las sanciones correspondientes- la Comisión tiene la 
potestad de convocar a las autoridades judiciales competentes para informar 
periódicamente sobre el estado de los procesos judiciales abiertos contra los posibles 
responsables de las graves violaciones a los derechos humanos. 
 
Este diálogo interinstitucional que genera la Comisión intersectorial ha sido resaltado como 
una buena práctica en Colombia (Bravo Rubio, 2009, pág. 331), sin embargo, la 
independencia y la autonomía que caracterizan a la Rama Judicial genera un escenario 
más complejo comparado con el ejecutivo. La interlocución con los jueces penales está 
mediada por el Consejo Superior de la Judicatura, órgano de gobierno y administración de 
la Rama Judicial, que no tiene la potestad de influir en las decisiones judiciales y que no 
puede afectar la competencia funcional de los jueces. Por su parte, la Fiscalía tiene una 
estructura jerárquica que permite una comunicación más fluida, pero comprende múltiples 
unidades, seccionales y fiscales, que tienen cierta autonomía para desplegar sus 
investigaciones, asunto que será desarrollado en detalle en el subcapítulo que describe los 
obstáculos.   
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Es así como el mapa general de actores relacionados específicamente con la 
implementación de las órdenes en materia de justicia en Colombia se compone al menos 
de seis (6) componentes: 
 
 
Ilustración 2 Mapa de algunos actores en las órdenes de investigar juzgar y 
sancionar emitidas por la CorteIDH 
 
Ilustración: Elaboración propia. 
 
Este mapa no agota todas las instituciones que eventualmente pueden participar de la 
implementación de las órdenes de justicia, ya que esto depende de las determinaciones 
que se adopten en la Comisión Intersectorial de DDHH y DIH, que además es una instancia 
conformada por diferentes funcionarios de la Rama Ejecutiva. Es así como el mapa de 
actores se torna más complejo y dependiendo del caso, puede involucrar a la fuerza 
pública, los órganos de policía judicial, instituciones técnicas como el Instituto Nacional de 
Medicina Legal, entre otros. Igualmente, durante el cumplimiento de las órdenes de justicia 
es posible involucrar entidades la Rama Ejecutiva y del poder judicial, tanto del orden 
nacional como local.  
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2.3 Efectos positivos del litigio ante el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos en Colombia 
 
Previo a la identificación de los obstáculos que se presentan durante la implementación de 
las sentencias de la CorteIDH, se presenta un breve panorama del impacto del litigio 
Interamericano en Colombia que surgió como un hallazgo de las entrevistas. Si bien este 
aparte excede los debates sobre cumplimiento y se ubica dentro del impacto, aporta 
elementos importantes para comprender la evolución de los debates internos en materia 
de justicia y derechos humanos. 
 
Durante las entrevistas fue muy frecuente encontrar posturas críticas que permitieron 
identificar obstáculos para cumplir las órdenes de justicia, sin embargo, también se 
presentaron reconocimientos importantes de los avances generados a partir del litigio en 
el Sistema Interamericano. Estos hallazgos pueden explicarse por la distinción que hizo 
Jomary Ortegón, representante de víctimas y Presidenta del Colectivo de Abogados José 
Alvear Restrepo –CAJAR- durante su entrevista, donde hizo explícita la necesidad de 
analizar la implementación de la obligación de investigar, juzgar y sancionar desde varios 
niveles para diferenciar los siguientes aspectos: 
 
Tabla 1 Impacto de las órdenes en materia de justicia proferidas por la Corte IDH 
Nivel Estructural Nivel Institucional Nivel de Casos 
Se enfoca en analizar los 
aportes a la verdad y al 
esclarecimiento de los 
hechos a partir del litigio 
ante el SIDH, que no se 
había dado internamente. 
Se enfoca en los aportes 
generales de las decisiones 
de la CorteIDH al 
fortalecimiento de las 
instituciones internas 
justicia. 
Se enfoca en los avances 
concretos que se han dado 
en los procesos judiciales 
que fueron objeto de las 
sentencias de la Corte. 
En este nivel se evidencia el 
papel complementario de la 
CorteIDH, que no sustituye 
la labor de los tribunales 
internos, sino que pretende 
impulsar la labor de éstos. 
Fuente: (Ortegón, 2017) 
 
Esta distinción resulta útil para recordar que, a pesar de las cifras sobre el cumplimiento, 
las decisiones de la CorteIDH generan grandes transformaciones a nivel interno, han sido 
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un elemento de presión importante utilizado por las organizaciones de derechos humanos 
para combatir la impunidad y evitar retrocesos a nivel interno. Si bien este documento se 
pretende concentrar en el nivel de los casos, a continuación se muestran los avances 
estructurales e institucionales señalados por la doctora Ortegón, para dar una 
aproximación a las transformaciones en materia de justicia y a las diferencias entre los 
diferentes niveles.  
 
Desde la perspectiva de la entrevistada, las sentencias de la CorteIDH han contribuido a 
establecer una verdad que a nivel interno había sido muy esquiva en los procesos 
judiciales y, a partir de su reconocimiento en determinadas sentencias, se han podido 
impulsar determinadas actuaciones internas. Entre los ejemplos de contribuciones a la 
verdad, la representante de víctimas mencionó: 
 
 En los casos de masacres el papel de la CorteIDH fue crucial en el esclarecimiento 
de las relaciones entre los paramilitares y algunos agentes del estado. Las 
sentencias de los 19 comerciantes, la Masacre de La Rochela, las Masacres de 
Itüango y la Masacre de Mapiripán son emblemáticas porque establecieron a nivel 
judicial la participación del Estado en la conformación y consolidación de los grupos 
paramilitares, en un momento en el cual, por múltiples factores, esto no se había 
establecido a nivel interno. En estos pronunciamientos, la Corte reconoció que los 
grupos paramilitares tenían un sustento legal y que contaron con la participación 
estatal para determinadas actuaciones, realizando uno de los aportes más 
importantes en términos de verdad para Colombia y las víctimas. Este fenómeno 
actualmente es recogido por los tribunales internos, con lo cual las cortes 
internacionales suplieron el rol de los Estados en materia de verdad.  
 En el caso de la ejecución extrajudicial del Senador de la Unión Patriótica Manuel 
Cepeda, la Corte estableció los elementos para sustentar que se trataba de un 
crimen de lesa humanidad, con lo cual fue posible obtener esta declaración del ente 
investigador en Colombia, la Fiscalía General de la Nación19. Si bien la Corte no 
                                               
 
19 Cuatro años después de la Sentencia de la CorteIDH, la Unidad Especializada de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario de la Fiscalía declaró que el homicidio de Manuel Cepeda Vargas había 
sido un crimen de lesa humanidad. Ver: https://www.colectivodeabogados.org/?Reconocimiento-del-
magnicidio-del   
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hizo directamente esta calificación sobre el homicidio del Senador, sentó los 
elementos de sistematicidad en su sentencia, que le sirvieron de argumento a los 
representantes de víctimas para obtener esta declaración a nivel interno. (Ortegón, 
2017) 
 
Por otra parte, a nivel institucional la representante de víctimas reconoció que las 
decisiones del Sistema Interamericano han aportado al fortalecimiento de la justicia y 
señaló los siguientes ejemplos:  
 
 La aplicación del Protocolo de Estambul en determinadas instituciones de la Rama 
Judicial colombiana. Relata la entrevistada que, a partir del caso Gutiérrez Soler 
vs. Colombia, la Fiscalía General de la Nación y el Instituto Nacional de Medicina 
Legal expidieron directivas internas para adoptar estos estándares de investigación 
en posibles casos de tortura.  
 Las transformaciones institucionales y las metodologías de investigación utilizadas 
en la Fiscalía General de la Nación en determinadas violaciones ha mejorado y 
ahora tiene en cuenta los patrones de victimización. A nivel institucional, la doctora 
Ortegón destacó la creación y consolidación de la Unidad especializada de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario que contribuyó a la 
eficacia de la institución y a nivel de metodología, destacó las estrategias 
adoptadas para investigar las agresiones a defensores de Derechos Humanos.  
 La limitación de la Jurisdicción Penal Militar en Colombia. Si bien la doctora Ortegón 
señaló que este aspecto ha sufrido un retroceso importante con la aprobación del 
Acto legislativo No. 01 de 2015, se han presentado avances desde 1997 para 
restringir su aplicación y generar una jurisprudencia protectora en los conflictos de 
competencia con la justicia ordinaria. Señaló que sobre este aspecto existen más 
de sesenta (60) decisiones del SIDH para determinar los estándares aplicables 
para este sistema excepcional y que éstos pronunciamientos han sido útiles para 
las organizaciones de derechos humanos en las intervenciones ante la Corte 
Constitucional y el litigio estratégico. (Ortegón, 2017) 
 El Código de Procedimiento Penal colombiano estableció una causal de revisión de 
sentencias para aquellos casos donde existan decisiones del SIDH y del sistema 
de Naciones Unidas que hayan establecido la ocurrencia de violaciones a los 
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derechos humanos e infracciones graves al DIH. Para la representante, esta causal 
fue fruto del litigio internacional y de las sentencias de la Corte Constitucional que 
adoptaron el concepto de cosa juzgada fraudulenta o aparente, desarrollado por la 
CorteIDH en el caso de la tortura de Wilson Gutiérrez Soler. 
 
 
Sobre esta última, es necesario destacar las discusiones en torno a la cosa juzgada 
aparente o sham trial que se dieron en Colombia. En principio, es claro que las decisiones 
judiciales deben ser definitivas, se deben ejecutar y deben brindar seguridad jurídica tanto 
a los procesados, en el sentido de no ser juzgado dos veces por los mismos hechos 
(principio de ne bis in ídem), como a la sociedad en su conjunto. Sin embargo, en 
determinadas circunstancias excepcionales, los códigos procesales permiten afectar la 
cosa juzgada e incluso reabrir etapas superadas previamente para hacer prevalecer la 
justicia material, como sucede con la acción de revisión (Sentencia C-004 de 2003, 2003).   
 
El debate sobre la cosa juzgada aparente surge como un cuestionamiento del proceso 
previo a la decisión, que se puede expresar de la siguiente forma: si la cosa juzgada se 
predica de las decisiones adoptadas en el marco de investigaciones penales serias e 
imparciales, ¿es posible afirmar que existen decisiones que hacen tránsito a cosa juzgada 
cuando las investigaciones fueron aparentes y pretendieron evitar la acción de la justicia? 
La respuesta a esta pregunta ha permitido que las decisiones adoptadas en juicios 
aparentes o sham trials no sean definitivas (Uprimny Yepes, 2007, pág. 140) y bajo este 
argumento, la Corte Constitucional determinó un alcance particular para la causal tercera 
de revisión. Esta causal permitía adelantar la acción de revisión cuando surgieran hechos 
o pruebas nuevas, pero estaba limitada a desvirtuar las sentencias condenatorias 
únicamente y no podía modificar las absolutorias. Tras un análisis de la cosa juzgada y el 
principio de ne bis in ídem, la corte declaró la exequibilidad condicionada de la causal 
tercera de revisión y perfiló lo que luego se convertiría en una nueva causal de revisión en 
el siguiente Código de procedimiento penal, pues realizó la distinción de los siguientes 
casos: 
 
1. Cuando se trata de delitos ordinarios, la causal es exequible.  
2. Cuando se trate de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al 
DIH y existan pronunciamientos judiciales internos, o una decisión de una instancia 
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internacional de supervisión y control de derechos humanos aceptada formalmente 
por Colombia, que constaten la existencia de ese hecho nuevo o de esa prueba no 
conocida al tiempo de los debates, procede la causal de revisión para decisiones 
absolutorias. 
3. Cuando se trate de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al 
DIH y existan pronunciamientos judiciales internos, o una decisión de una instancia 
internacional de supervisión y control de derechos humanos aceptada formalmente 
por Colombia, que constaten un incumplimiento protuberante de las obligaciones 
del Estado colombiano de investigar, en forma seria e imparcial, procede la causal 
de revisión para decisiones absolutorias. (Sentencia C-004 de 2003, 2003) 
 
Posteriormente, esta regla jurispudencial fue positivizada en el artículo 192 del código de 
procedimiento penal (Ley 906 de 2004) que regula las causales de la acción de revisión y 
adquirió un alcance más amplio. Actualmente la norma señala que la acción de revisión 
procede: 
 
4. Cuando después del fallo absolutorio en procesos por violaciones de derechos 
humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario, se establezca 
mediante decisión de una instancia internacional de supervisión y control de 
derechos humanos, respecto de la cual el Estado colombiano ha aceptado 
formalmente la competencia, un incumplimiento protuberante de las obligaciones 
del Estado de investigar seria e imparcialmente tales violaciones. En este caso no 
será necesario acreditar existencia de hecho nuevo o prueba no conocida al tiempo 
de los debates. (Subraya fuera de texto) (Congreso de Colombia, 2004).  
 
Estas variaciones procesales constituyen un mecanismo importante para procurar la 
investigación de graves violaciones a los derechos humanos en Colombia y se han 
consolidado como una poderosa herramienta de los representantes de las víctimas, la 
Procuraduría General de la Nación (como interviniente constitucional en los procesos 
penales) y la Fiscalía. Así sucedió en el caso de las Masacres de Ituango Vs Colombia, 
donde la Fiscalía interpuso una acción de revisión contra la sentencia absolutoria del 
comandante de la subestación de policía de Ituango, José Vicente Castro por las omisiones 
durante las masacres, que terminó con la remisión del proceso a la Unidad Nacional de 
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DDHH y DIH de la Fiscalía para continuar con la investigación de los hechos (Sentencia 
del 9 de diciembre de 2010, 2010). Cabe señalar que este hecho fue posterior a la 
resolución de supervisión más reciente que se pronuncia sobre la obligación de investigar 
en este caso, en la cual no se había remitido información actualizada sobre los procesos y 
no había demostrado avances significativos en las investigaciones (Supervisión de 
cumplimiento de Sentencia Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia, 2009).  
 
Cabe recordar que la procedencia de la acción de revisión por la causal señalada no 
necesariamente implica la obtención de un resultado favorable a las pretensiones de las 
víctimas y tan solo garantiza la reapertura de determinadas actuaciones judiciales. El caso 
de Gutiérrez Soler es uno de los más importantes por los avances institucionales que 
generó20, pero obtuvo un resultado paradójico en sede judicial. La doctora Ortegón, 
comentó que a partir de la sentencia de la CorteIDH se logró surtir la acción de revisión a 
nivel interno dejando sin efectos las decisiones absolutorias adoptadas por la justicia penal 
militar y se ordenó volver a investigar al Coronel Enciso Barón, policía procesado por 
cometer la tortura. Esto condujo a una investigación en la justicia ordinaria y a una 
sentencia condenatoria en primera instancia, sin embargo, durante la apelación, el juez de 
segunda instancia determinó que Wilson Gutiérrez Soler se había autolesionado (Ortegón, 
2017), poniendo en tela de juicio el dicho de una víctima reconocida por la CorteIDH. Este 
es un caso donde la justicia operó, se logró llegar a juicio después de una decisión que 
había terminado el procedimiento, pero el fallo fue desfavorable y finalmente la sentencia 
absolutoria fue confirmada por la Corte Suprema de Justicia (El Espectador, 2018). 
 
En este sentido, la providencia reconoce la sentencia de la CorteIDH pero resalta las 
diferencias entre la responsabilidad internacional del estado y la atribución de 
responsabilidad penal individual: “para la Sala no pasa inadvertido el carácter definitivo e 
inapelable de la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en cuanto a 
la obligación impuesta al Estado Colombiano, para que a través de la autoridad competente 
investigue efectivamente el hecho, identifique y juzgue al responsable” sin embargo, de 
esto no se desprende la decisión de “condenar ineludiblemente a quien es vinculado al 
                                               
 
20 Por ejemplo, la implementación del protocolo de Estambul para la investigación de casos de tortura y la 
procedencia de la acción de revisión que dejaron sin efecto las decisiones proferidas por la justicia penal 
militar.  
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proceso” (El Espectador, 2018) cuando no se satisface el estándar probatorio para 
desvirtuar la presunción de inocencia. 
 
Como puede observarse, existe un reconocimiento importante de la influencia del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos sobre los sistemas judiciales y los esfuerzos por 
reducir la impunidad. No obstante, para la doctora Ortegón, el nivel de los casos presenta 
el grado más alto de incumplimiento pues en la práctica no se identifican nuevos 
responsables en las investigaciones, los procesos penales contra las personas vinculadas 






3. Obstáculos para el cumplimiento de las 
órdenes de justicia 
El presente capítulo describe los obstáculos que fueron identificados por las personas 
entrevistadas y que han asumido diferentes roles dentro del proceso de implementación 
de las órdenes de investigar y eventualmente juzgar a los responsables de graves 
violaciones a los derechos humanos. De manera conjunta, se presentan algunos hallazgos 
del estudio de las resoluciones de cumplimiento emitidas por la Corte en virtud de la 
competencia para realizar el seguimiento de sus decisiones.  
 
Al respecto, es necesario mencionar que las entrevistas buscaron reflejar las diferentes 
lecturas en torno al cumplimiento de las órdenes en materia de justicia y se obtuvo la 
participación de personas asociadas con los siguientes roles: i) representantes de las 
víctimas, ii) funcionarios de las principales entidades estatales involucradas con el 
cumplimiento y el litigio ante el Sistema y iii) un funcionario de la Secretaría de la 
CorteIDH21. Es así como diferentes personas asociadas a las instituciones que existen en 
Colombia para el litigio y el seguimiento de las decisiones del Sistema Interamericano 
aportaron importantes insumos durante la etapa cualitativa de la investigación. 
 
                                               
 
21 Se contactaron en total a diez (10) personas para este propósito, de las cuales fue posible entrevistar a las 
siguientes: 1) Mónica Fonseca, Directora de Derechos Humanos y DIH de la Cancillería hasta el año 2017, 
entrevistada el 19 de diciembre de 2016 2) Edward Pérez, profesional de la Unidad de seguimiento de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, entrevistado el 20 de junio de 2017 por videoconferencia, 3) Marcela 
Briceño-Donn, funcionaria de la Cancillería desde 1988 y Agente del Estado en los primeros casos de Colombia 
ante la CorteIDH, consultora en ONU-DDHH y UNICEF, entrevistada el 23 de junio de 2017, 4) un antiguo 
funcionario de la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación que solicitó no 
revelar su identidad, entrevistado el 4 de julio de 2017, 5) Ángela María Ramírez Rincón, Agente del Estado y 
Experta de la Dirección de Defensa Jurídica Internacional de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado, entrevistada el 9 de octubre de 2017 y 6) Jomary Ortegón, Presidenta del Colectivo de Abogados José 
Alvear Restrepo y representante de víctimas en diferentes casos ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, entrevistada el 12 de julio de 2017. 
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Para efectos de este documento, los resultados serán organizados según los tipos de 
actividades que afectan dentro del cumplimiento de las órdenes de justicia, sin que sean 
excluyentes entre sí.  
 
3.1. Obstáculos durante la supervisión de casos que realiza la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
3.1.1. ¿durante la supervisión de cumplimiento se está asumiendo que la obligación 
de investigar, juzgar y sancionar es una obligación de resultado? 
3.1.2. Complejidades derivadas de cambios procesales a nivel interno 
 
3.2. Obstáculos durante la implementación de las órdenes de investigar, juzgar 
y sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos 
humanos 
3.2.1. Conflictos de competencia entre jurisdicciones 
3.2.2. Obstáculos derivados del transcurso del tiempo 
3.2.3. Obstáculos para investigar delitos cometidos por actores armados y agentes 
del Estado 
3.2.4. Debates sobre la capacidad institucional 
3.2.5. Ausencia de articulación institucional 
 
 
3.1 Obstáculos durante la supervisión de casos que 
realiza la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos 
 
Partiendo de la evolución normativa de los mecanismos de supervisión al interior de la 
CorteIDH reseñada en la primera parte, a continuación, se analizan los retos que enfrenta 
el tribunal en esta etapa. Como se mencionó en el primer capítulo, la CorteIDH ejerce la 
supervisión de sus sentencias y mantiene su competencia hasta el cumplimiento total de 
las reparaciones, sin embargo, este capítulo se enfoca en la capacidad material del 
Tribunal para adelantar esta tarea, teniendo en cuenta que opera a distancia de las 
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instituciones encargadas de cumplir y que su labor depende en gran parte de los Estados 
declarados responsables de las violaciones. A continuación, se describen los principales 
obstáculos que enfrenta la CorteIDH para realizar el seguimiento de las órdenes en materia 
de justicia. 
 
A pesar de la rápida evolución de los mecanismos de supervisión que se ha presentado 
en la CorteIDH, el ejercicio de esta función enfrenta dificultades materiales por diferentes 
razones. En primer lugar, los recursos de la Corte IDH, tanto humanos como financieros, 
resultan insuficientes frente al número de casos acumulados y las reparaciones objeto de 
supervisión (Pérez, 2017). El informe de la CorteIDH a la Asamblea de Estados parte de 
la OEA refleja claramente las deficiencias presupuestales del Tribunal y señala la dificultad 
de realizar seguimiento a las 182 sentencias de la Corte. No obstante, el informe también 
muestra que la implementación de la Unidad de Seguimiento permitió una mayor 
uniformidad en esta actividad y un mayor cubrimiento de los casos fallados, que en el 2016 
alcanzó a cubrir un 99% del total (CorteIDH, 2016, págs. 74-78). 
 
Por otra parte, la distancia que existe entre el Tribunal que profiere la orden y las entidades 
estatales encargadas de su cumplimiento no es un aspecto menor. Como se mencionó 
anteriormente, la función de investigar, juzgar y sancionar depende directamente de las 
autoridades judiciales de los Estados, mientras que los resultados son valorados por la 
CorteIDH ubicada en San José de Costa Rica, con lo cual surge una barrera geográfica 
importante. La práctica ha demostrado la CorteIDH enfrenta barreras de acceso a la 
información sobre el avance de los procesos judiciales y de comunicación con los jueces 
y fiscales que adelantan las causas penales, cuando los Estados son reticentes a 
suministrar información por diferentes motivos.  
 
Teniendo en cuenta que la supervisión ejercida por la Corte depende de la información que 
presenten las partes, es necesario valorar los retrasos que se generan por las barreras de 
acceso cuando los Estados no cooperan o continúan en una especie de litigio. A manera 
de ejemplo, cuando los Estados alegan la reserva de los procesos penales ante la Corte, 
como en el Caso Tibi Vs. Ecuador (Pérez, 2017), 19 Comerciantes Vs. Colombia, Pueblo 
Bello Vs. Colombia, entre otros, la Corte no tiene elementos para valorar el cumplimiento 
y, en consecuencia, retrasa su actividad. En otros casos contra Colombia, no se suministró 
información completa sobre los procesos penales durante la etapa de seguimiento bajo el 
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argumento de falta de competencia de la CorteIDH para conocer de las actuaciones 
procesales internas y el derecho al debido proceso de los sindicados, por considerar que 
no se pueden tratar asuntos que los afecten sin su participación. (Supervisión de 
cumplimiento de Sentencia Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, 2012). En resoluciones 
posteriores, el Estado morigeró su posición para solicitar ante la CorteIDH que la 
información sobre los procesos penales que se adelantan internamente no sea 
mencionada en ningún documento público reiterando la incompetencia del tribunal para 
“decidir sobre las actuaciones procesales” (CorteIDH, Supervisión de cumplimiento 
Sentencia Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, 2009)  
 
Por su parte, la CorteIDH ha señalado de manera categórica que:  
1. La etapa de supervisión no busca establecer nuevos hechos ni responsabilidades, 
sino vigilar el cumplimiento de las sentencias; (Supervisión de cumplimiento de 
Sentencia Caso Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, 2009).  
2. las partes deben suministrar la información necesaria para verificar el cumplimiento 
de los fallos, posición reiterada por la Asamblea General de la OEA; 
3. la negativa a entregar información no puede redundar en perjuicio de las víctimas, 
sino sólo en perjuicio del Estado, por lo que el Tribunal podía tener por establecidos 
los hechos que fueren demostrables únicamente a través de prueba que el Estado 
se haya negado a remitir y  
4. la reserva de la información no se predica de las partes y las Resoluciones solo 
incluirán lo indispensable para determinar el grado de cumplimiento. (Supervisión 
de cumplimiento de Sentencia Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, 2012) 
 
En este sentido, la reticencia de los Estados ha resultado infructuosa y no ha tenido la 
capacidad de variar la jurisprudencia del Tribunal respecto de su competencia para verificar 
el cumplimiento de sus decisiones. Sin embargo, es claro que ante la falta de información 
-en particular sobre el avance de los procesos judiciales- se ralentiza el seguimiento, existe 
la posibilidad de abrir discusiones agotadas previamente y se afecta la agilidad de las 
reparaciones.  
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3.1.1 ¿durante la supervisión de cumplimiento se está 
asumiendo que la obligación de investigar, juzgar y 
sancionar es una obligación de resultados? 
 
En ocasiones, el cumplimiento de las sentencias se ve mediado por enormes debates 
sobre el contenido de las órdenes, pues no siempre es claro cuándo se cumple y cuándo 
no. Una investigación reciente señala que: 
 
El significado de una medida judicial podría ser muy discutido, la orden puede ser 
compleja o ir dirigida a diversos niveles y acontecimientos sobrevinientes pueden 
desconcertar el ámbito de las medidas de cumplimiento o su secuencia. (…) medir el 
cumplimiento es tanto un ejercicio interpretativo como de recolección de datos. 
(Subraya fuera de texto) (Langford, Rodríguez Garavito, & Rossi, 2017)  
 
El seguimiento de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar presenta una dificultad 
particular dada por la falta de claridad sobre el momento en que se entiende cumplida y la 
escasa jurisprudencia sobre el particular. Como se mencionó en el primer capítulo, la 
CorteIDH ha señalado en reiteradas ocasiones que la investigación y sanción de los 
responsables es una obligación de medios, sin embargo, a la fecha no es claro qué se 
necesita para obtener una declaración del cumplimiento total de este tipo de órdenes.  Si 
bien es cierto que las particularidades de cada caso son importantes para valorar la 
conducta y la diligencia de las autoridades judiciales, la CorteIDH enfrenta el reto de 
generar una jurisprudencia clara sobre las condiciones necesarias para declarar el 
cumplimiento de este tipo de órdenes, teniendo en cuenta que en reiteradas ocasiones ha 
señalado que es una obligación de medios (Pérez, 2017). 
 
Así las cosas, es posible preguntar si la investigación y sanción de los responsables se 
aborda como una obligación de resultados durante la etapa de supervisión. ¿podría 
afirmarse que se necesita la condena de todos los responsables para obtener una 
declaración de cumplimiento? ¿en qué momento se puede afirmar que las autoridades 
judiciales hicieron todo lo posible por investigar y sancionar a los responsables? 
 
58 El Estado colombiano frente a las órdenes de investigar… 
 
Adicionalmente, durante la etapa de supervisión de cumplimiento se presenta un desafío 
al momento de valorar los esfuerzos estatales para desarrollar una investigación diligente 
muchos años después de ocurridos los hechos. En algunos casos la Corte IDH, ha 
mantenido abierto el seguimiento de la obligación de investigar teniendo en cuenta que “no 
hay avances sustantivos en la investigación, si se observa el número de personas que 
presuntamente tuvieron participación en la masacre en relación con el número de de 
personas vinculadas a la investigación” (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso 
de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, 2009-B). Al respecto, un antiguo funcionario 
de la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación consideró que 
este tipo de pronunciamientos resultan contradictorios con lo que supone una obligación 
de medios y parecerían exigir un resultado específico, en ocasiones imposibles de cumplir, 
vgr. cuando se produce la muerte de alguno de los perpetradores antes de ser procesado 
o sancionado por el Estado (Antiguo Funcionario Unidad Especializada de DDHH, 2017). 
 
Para ilustrar la problemática mencionó el caso de Pueblo Bello que tiene un número 
importante de condenas proferidas por la justicia ordinaria y que, a pesar de esto, continúa 
bajo supervisión de la CorteIDH, ante el número de perpetradores de la masacre. El 
funcionario cuestionó este criterio para valorar el cumplimiento de la obligación de 
investigar a los responsables, aun cuando el Estado había logrado resultados concretos 
(Antiguo Funcionario Unidad Especializada de DDHH, 2017).  
 
No obstante, las resoluciones de cumplimiento de la Masacre de Pueblo Bello permiten 
determinar las razones de la CorteIDH para continuar el seguimiento de las órdenes de 
justicia. En la primera resolución que se pronuncia sobre este aspecto señala la falta de 
información para valorar los avances de los procesos penales y convoca a las partes a una 
audiencia privada. Un año después, el Estado señaló que se habían proferido doce (12) 
condenas por este caso, sin embargo, la CorteIDH consideró que “es clara la falta de 
actuaciones concretas dirigidas a la identificación y vinculación de todos los responsables 
y autores intelectuales de la masacre, particularmente servidores públicos y miembros de 
la fuerza pública” y por lo tanto, estableció que en ese caso subsiste la impunidad 
(Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. 
Colombia, 2009-B).  
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En principio, esto parecería indicar que el número de condenas sería un rasero para 
determinar el cumplimiento de la obligación de investigar y que resulta problemático desde 
la perspectiva del antiguo funcionario de la Fiscalía. Sin embargo, de la lectura conjunta 
de la sentencia y las resoluciones es posible extraer que las instituciones de justicia no 
investigaron la participación de los agentes del estado que, por acción o por omisión, 
permitieron la incursión paramilitar en Pueblo Bello y que no se aportaron elementos que 
demuestren la existencia o los avances en esta línea de investigación. En efecto, los 
procesos iniciados en la justicia penal militar en contra de los miembros de la Compañía 
orgánica del Batallón de Infantería No. 32  
 
terminaron en menos de cuatro (4) meses con la decisión de abstenerse de abrir una 
investigación penal y cinco (5) años después se profirieron decisiones en el mismo 
sentido. Al respecto, la CorteIDH reiteró su jurisprudencia sobre la falta de competencia 
de la justicia castrense, pues no constituye un recurso efectivo para investigar las graves 
violaciones a los derechos humanos que terminaron con la vida de cuarenta y tres (43) 
personas (Sentencia Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia, 2006).  
 
En otros casos, las resoluciones de cumplimiento permiten ver las razones que sustentan 
la continuidad de la supervisión ante la CorteIDH respecto de las órdenes de justicia. En 
el caso de Las Palmeras Vs Colombia, el Estado no había entregado la información 
completa sobre los procesos penales dos años después de la sentencia de reparaciones 
y costas (Supervisión de cumplimiento de Sentencia caso Las Palmeras Vs. Colombia, 
2004). Posteriormente en el año 2004, cuando se profirió una sentencia condenatoria a 
nivel interno contra tres (3) personas por el delito de homicidio, no se suministró la 
información sobre la ejecución de las órdenes de captura (Supervisión de cumplimiento de 
Sentencia caso Las Palmeras Vs. Colombia, 2008). En efecto, hasta la última resolución 
de cumplimiento emitida en el 2010, una persona se encontraba cumpliendo la condena 
en un centro penitenciario de la policía, pero las otras dos (2) personas continuaban 
prófugos de la justicia, por lo cual la CorteIDH solicitó información precisa sobre las 
actuaciones del Estado tendientes a materializar estas capturas. Finalmente, la CorteIDH 
insistió en conocer las razones que llevaron a la preclusión de otra investigación 
adelantada por la Unidad de DDHH y DIH de la Fiscalía en contra de treinta y siete (37) 
policías, ya que “la misma es inaceptable cuando ha quedado claramente probado que el 
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transcurso del tiempo ha sido determinado por actuaciones u omisiones procesales 
dirigidas, con clara mala fe o negligencia, a propiciar o permitir la impunidad” (Supervisión 
de cumplimiento de Sentencia caso Las Palmeras Vs. Colombia, 2010) 
 
Más allá de los casos puntuales, esta preocupación abordada en las entrevistas plantea la 
inquietud acerca de la necesidad de generar algunos criterios para valorar el cumplimiento 
de una obligación de medios compleja para las instituciones y que tiene la potencialidad 
de afectar derechos fundamentales de los procesados, en la medida en que no pueden ser 
condenados sin el estándar probatorio suficiente para desvirtuar la presunción de 
inocencia.  
 
Una resolución de cumplimiento reciente podría dar luces sobre el debate. A pesar del 
preocupante panorama de las órdenes de investigar y sancionar a los responsables, 
Colombia logró una declaratoria de cumplimiento en el caso Escué Zapata, que aporta 
elementos importantes para valorar esta obligación de medios. Esto sucedió en el 2016, 
cuando el Estado capturó a todos los autores materiales del crimen y logró subsanar las 
enormes fallas que se presentaron durante la investigación. Para ilustrar este punto, resulta 
pertinente incorporar los elementos que sustentaron la violación de los artículos 8 y 25 de 
la CADH: 
 
1. Este caso fue investigado durante diez (10) años en la Justicia penal militar y 
posteriormente fue tramitado en la justicia ordinaria; 
2. no se investigó la escena del crimen y no se realizó una autopsia del cadáver; 
3. el expediente y todas las actuaciones surtidas durante seis (6) años se extraviaron; 
4. se presentaron largos periodos de inactividad procesal; 
5. no se investigó las circunstancias que rodearon la pérdida del expediente ni los 
responsables y 
6. no se investigaron todas las posibles violaciones a los derechos humanos del caso 
(Sentencia del Caso Escué Zapata Vs. Colombia, 2007).  
 
En estas circunstancias resulta importante valorar la conducta del Estado que condujo a la 
declaratoria de cumplimiento: 
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1. El caso fue asumido por la Unidad de Derechos Humanos y DIH de la Fiscalía que 
al momento de la sentencia había ordenado veinticinco (25) inspecciones judiciales 
y había practicado cincuenta y cinco (55) declaraciones.  
2. En el 2008 se profirió una sentencia condenatoria contra tres (3) miembros de la 
fuerza pública por el homicidio del líder indígena Escué Zapata y fue confirmada en 
segunda instancia 
3. En el 2012 se profirió una sentencia absolutoria para cinco (5) soldados, dos (2) 
cabos segundos y un miembro de la comunidad indígena, que fue confirmada en 
segunda instancia. Sin embargo, los representantes de las víctimas interpusieron 
un el recurso extraordinario de casación para “revocar las absoluciones por los 
delitos de tortura y secuestro a favor de los militares acusados” (Supervisión de 
cumplimiento de Sentencia Caso Escué Zapata Vs. Colombia, 2016), que fue 
resuelto de manera favorable a sus pretensiones y condujo a la condena de los 
militares. 
 
La CIDH y los representantes de las víctimas solicitaron la continuidad del seguimiento 
alegando la existencia de una autoría intelectual que permanecía en la impunidad y por la 
falta de condenas por el allanamiento del domicilio de la víctima. Frente a lo primero, la 
CorteIDH estimó que el Estado había considerado esta hipótesis durante la investigación, 
pero no fue posible demostrarla22. Frente a los otros delitos, la Corte señaló que sí se 
surtieron investigaciones que no quedaron acreditadas en los procesos internos y, en todo 
caso, no constituyen graves violaciones a los derechos humanos, por lo cual era posible 
aplicar la prescripción23 (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso Escué Zapata 
Vs. Colombia, 2016). 
                                               
 
22 La CorteIDH señaló que “los procesos buscaron investigar a todas las personas que pudieran tener relación 
con los hechos del caso. Por todo lo anterior, esta Corte estima que la referida objeción de los representantes 
y de la Comisión ha quedado superada en razón de las investigaciones y sentencias firmes acreditadas por el 
Estado, el cual mostró tener la debida diligencia en los procesos que culminaron en dichas decisiones 
judiciales” (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso Escué Zapata Vs. Colombia, 2016). 
23 Específicamente sostuvo que “toda violación a los derechos humanos supone una cierta gravedad por su 
propia naturaleza, porque implica el incumplimiento de determinados deberes de respeto y garantía de los 
derechos y libertades a cargo del Estado a favor de las personas. Sin embargo, ello no debe confundirse con 
lo que el Tribunal a lo largo de su jurisprudencia ha considerado como “graves violaciones a los derechos 
humanos”, las cuales tienen una connotación y consecuencias propias. Asimismo, este Tribunal ha indicado 
que resulta incorrecto pretender que en todo caso sometido a la Corte, por tratarse de violaciones de derechos 
humanos, no procedería aplicar la prescripción” (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso Escué 
Zapata Vs. Colombia, 2016). 
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Esta resolución permite valorar elementos de la debida diligencia que determina el 
cumplimiento de la obligación de investigar y sancionar a los responsables. Desde la 
perspectiva de Edward Pérez, no es necesario que exista un acuerdo entre el Estado y los 
representantes de las víctimas para declarar el cumplimiento de este tipo de órdenes y 
tampoco es necesario sancionar a todas las personas que los representantes de víctimas 
señalen para que se declare el cumplimiento (Pérez, 2017). La resolución brinda elementos 
importantes sobre el debate de sancionar a todos los responsables, pues la Corte aclara 
que no se requiere la condena de todos los autores materiales e intelectuales, sino 
investigar los posibles responsables con todos los medios disponibles y con esto, 
establecer las circunstancias en que se presentaron las violaciones a los derechos 
humanos. Por último, es importante resaltar la distinciones y consecuencias que generan 
las graves violaciones a los derechos humanos en materia de justicia, pues brindan pautas 
para dirigir los esfuerzos de investigación.  
 
Si bien es posible afirmar que este caso no reviste la complejidad de las seis (6) masacres 
tramitadas ante la Corte o del caso de los Desaparecidos del Palacio de Justicia, es un 
primer paso para la consolidación de criterios jurisprudenciales sobre la debida diligencia 
en la administración de justicia y una posible guía para los operadores judiciales.   
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3.1.2 Complejidades derivadas de los cambios procesales a nivel 
interno 
 
Cuando al interior de la etapa de juicio y de supervisión ante la CorteIDH se abren los 
debates de justicia, surge la necesidad de exponer el derecho interno y las particularidades 
de los sistemas judiciales ante un tribunal de derechos humanos, que puede ser ajeno a 
los debates de la persecución penal de cada estado. La obligación de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables es una obligación dinámica que, al interior de los Estados, 
puede sufrir transformaciones profundas en corto tiempo dadas por cambios los 
paradigmas del derecho penal (vgr. un cambio de sistema escritural a uno oral, un cambio 
de Constitución), también pueden estar marcados por la evolución de los derechos 
humanos (vgr. Defensa técnica y presunción de inocencia) y por coyunturas políticas (vgr. 
procesos de justicia transicional).  
 
En principio, esto no debería ser un obstáculo para el cumplimiento de las órdenes en 
materia de justicia ya que, sin importar el sistema procesal penal vigente o las instituciones 
judiciales competentes, los Estados parte de la CADH se comprometen a proteger los 
derechos humanos y a adaptar la normatividad interna con este propósito. No obstante, 
algunos entrevistados coincidieron en identificar los retos para transmitir los cambios de 
orden procesal ante la CorteIDH y los obstáculos para el cumplimiento de las órdenes de 
justicia que pueden surgir de un entendimiento inadecuado.  
 
Respecto del caso colombiano, la entrevista con el funcionario de la Fiscalía General de la 
Nación permitió hacer una reconstrucción de los principales cambios en materia de 
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Ilustración 3 Transformaciones en la persecución penal en Colombia 
 
 
Ilustración: Elaboración propia, 
Fuente: (Antiguo Funcionario Unidad Especializada de DDHH, 2017) y (Bernal Acevedo, 2005, págs. 47-48). 
 
Desde 1938, la investigación penal en Colombia estaba a cargo de los jueces de 
instrucción criminal que operaban bajo el procedimiento penal contemplado en el Decreto 
409 de 1971 y sus reformas que consistía en dos etapas: i) el sumario, donde los jueces 
de instrucción criminal conducían las investigaciones y acusaban mediante el acto 
denominado calificación del mérito del sumario ii) etapa de juicio ante los jueces de 
conocimiento donde se practicaban las pruebas en audiencia y se resolvía de fondo sobre 
la responsabilidad penal (Bernal Acevedo, 2005, págs. 47-48). Para este momento, no 
existía en Colombia una institución que centralizara las labores de investigación, ni 
generara una política criminal unificada capaz de analizar los fenómenos criminales en su 
conjunto. Precisamente fue durante este sistema atomizado de investigación criminal que 
se presentaron los principales casos de violaciones a los derechos humanos litigados ante 
la CorteIDH y en este escenario se han consignado las múltiples fallas y demoras que lo 
caracterizaban.  
 
Con la promulgación de la Constitución Política de 1991 se creó la Fiscalía General de la 
Nación como una institución de la Rama Judicial encargada de investigar delitos y acusar 
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a los presuntos responsables mediante el ejercicio de la acción penal. La Fiscalía inició su 
operación en 1992 con una nueva norma procesal penal contenida en el Decreto 2700 de 
1991, asumió el conocimiento de las investigaciones en curso y suprimió la figura de los 
jueces de instrucción criminal (Bernal Acevedo, 2005, pág. 48). Posteriormente se 
expidieron dos códigos de procedimiento penal que continúan vigentes hasta la actualidad: 
la Ley 600 de 2000 que contempla un proceso mixto y la ley 906 de 2004, que establece 
el procedimiento oral acusatorio.  
 
Estas transformaciones implican grandes retos institucionales en términos de recursos, 
tiempo, adaptación y aprendizaje, que no siempre es posible transmitir correctamente ante 
la CorteIDH. El funcionario relató las dificultades de realizar dos procesos complejos de 
manera paralela pues, por una parte, se creó la Fiscalía General de la Nación y por otra, 
se centralizó la etapa de investigación que permanecía dispersa por todo el país. Cuando 
esta institución asumió conocimiento de los procesos judiciales impulsados por los jueces 
de instrucción criminal, encontró expedientes en donde no se habían adelantado actos 
urgentes de investigación que eran cruciales para llevar a buen término los procesos 
judiciales y eran muy difíciles de suplir en ese momento. 
 
Todos estos cambios han atravesado los litigios ante el Sistema Interamericano y, desde 
la perspectiva del funcionario de la Fiscalía, se genera un problema cuando la CorteIDH 
no los tiene en cuenta al momento de determinar la debida diligencia de las autoridades 
judiciales y realiza una lectura aislada de los procesos penales. En otras palabras, el 
funcionario manifestó que los estándares de investigación deberían ser valorados teniendo 
en cuenta las normas vigentes en el momento de los hechos y no a partir de los estadios 
posteriores del debate. Señaló que un análisis descontextualizado de las investigaciones 
penales podría conducir a formular exigencias y estándares inaplicables para los 
operadores de justicia, que tienen el deber de actuar bajo el principio de legalidad estricto.  
 
En otras ocasiones, se producen cambios procesales profundos por procesos de justicia 
transicional, que generan un verdadero reto tanto en el litigio como en la implementación 
de las sentencias. La visión de los Agentes del Estado permite ver cómo se va 
configurando el debate en torno a la debida diligencia para investigar, juzgar y sancionar a 
los responsables de graves violaciones a los derechos humanos y los efectos que generan 
las transformaciones internas. Durante los últimos años, la estrategia de defensa del 
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Estado colombiano respecto de las violaciones de los artículos 8 y 25 de la CADH en se 
ha concentrado en exponer ante la CorteIDH las particularidades de los sistemas de 
enjuiciamiento penal que existen en Colombia, tal como relata la entrevista de Ángela 
Ramírez, Agente del Estado y Experta de la Dirección de Defensa Jurídica Internacional 
de la ANDJE-, entidad encargada del litigio ante los organismos internacionales.  
 
La doctora Ramírez señaló que el interés de la Agencia durante la etapa de litigio es 
defender la institucionalidad, mostrar los esfuerzos genuinos de las entidades colombianas 
por impartir justicia y procurar que las órdenes sean compatibles con el sistema interno. 
En la medida en que la CorteIDH tenga un mayor conocimiento de los procedimientos 
internos, se reduce la posibilidad de que ordene medidas difíciles de alcanzar o que 
necesiten un cambio en la normatividad interna. Para este propósito, durante el litigio la 
ANDJE se enfoca en ilustrar acerca de la etapa de investigación y presentan diferentes 
autoridades judiciales ante la CorteIDH, para exponer los actos realizados y los medios 
disponibles a su alcance (Ramírez, 2017). 
 
Particularmente, en los casos que han involucrado grupos paramilitares, ha sido necesario 
explicar ante la CorteIDH el proceso de justicia transicional que tuvo lugar tras la 
desmovilización de las AUC y que dio origen a la expedición de la Ley 975 de 2005 o Ley 
de Justicia y Paz. Esta coyuntura política dio origen un sistema de enjuiciamiento y sanción 
especial para los comandantes paramilitares involucrados en la comisión de múltiples 
delitos graves, que contempla la imposición de una pena alternativa sustancialmente 
menor a la ordinaria. En el momento de la expedición de esta Ley se generaron múltiples 
debates entre las organizaciones de víctimas y de derechos humanos, por considerar que 
este sistema implicaba la violación de diferentes obligaciones internacionales y estándares 
de justicia, que generaron enormes discusiones durante su diseño e implementación 
(Human Rights Watch, 2008). Este debate se trasladó ante la CorteIDH a los nueve (9) 
casos de violaciones a los derechos humanos cometidas por paramilitares24, durante la 
etapa de juicio y de supervisión.  
                                               
 
24 Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia, Caso de la Masacre 
de Pueblo Bello Vs. Colombia, Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia, Caso de la Masacre de La 
Rochela Vs. Colombia, Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia, 
Caso de las Comunidades Afrodescendientes Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación 
Génesis) Vs. Colombia, Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia y Caso Yarce y otros Vs. Colombia.  
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En términos generales, las víctimas alegan la falta de proporcionalidad de los castigos y 
las limitaciones en materia de investigación por considerar que, en la práctica, la verdad y 
las imputaciones de Justicia y Paz se limitaron a lo que decía el perpetrador durante la 
versión libre (Ramírez, 2017), etapa en la cual, por disposición legal el perpetrador no 
estaba obligado a decir la verdad (Saffon & Uprimny Yepes, 2006, pág. 185). Por su parte, 
los agentes del Estado se han enfocado en señalar los esfuerzos y la evolución en la 
estrategia de investigación, la imposibilidad de investigar todo y a todos los perpetradores, 
además de las posibilidades que tienen las víctimas para participar durante el proceso 
(Ramírez, 2017).  
 
A manera de ilustración, gran parte de la audiencia pública del caso Vereda la Esperanza 
Vs. Colombia se concentró en exponer en detalle el proceso de la Ley 975 de 2005 pues, 
a través de este, se estaba judicializando al presunto responsable de las violaciones del 
caso y fue un escenario para que los representantes de las víctimas manifestaran sus 
reparos frente al proceso. En ese caso, una magistrada y una fiscal de Justicia y Paz 
presentaron ante la Corte un punto de derecho sobre las transformaciones en la 
investigación propias del modelo de justicia transicional, con el objetivo de mostrar los 
esfuerzos por investigar fenómenos de macro criminalidad perpetradas por estructuras 
militares complejas, los intentos por ilustrar la cadena de mando y generar imputaciones a 
los comandantes paramilitares que abarcaran en mayor medida las violaciones a los 
derechos humanos cometidas por estos grupos.  
 
Al respecto, la doctora Ramírez manifestó que, en algunos casos con este tipo de 
transformaciones penales, se presentan dos litigios e intenciones distintas ante la 
CorteIDH. Por una parte, se encuentran las pretensiones de reparación de las víctimas y 
por otra, los cuestionamientos generales frente a los sistemas de enjuiciamiento penal de 
diversos actores, lo cual implica una doble estrategia y una defensa de la institucionalidad 
(Ramírez, 2017). Este cuestionamiento de los cambios procesales y las medidas 
generadas por coyunturas políticas podría deberse a la posibilidad que tiene la CorteIDH 
para ordenar modificaciones de las normas internas por medio del control de 
convencionalidad, cuando no se ajusten a la CADH (Quinche Ramírez, 2009). Sin 
embargo, a la fecha, la CorteIDH no ha invalidado la Ley de Justicia y paz por vía de control 
de convencionalidad, sino que ha establecido algunas directrices para su aplicación en la 
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sentencia de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia y concretamente, ha señalado que la 
extradición no puede constituirse en un medio para favorecer, procurar o asegurar la 
impunidad (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso de la Masacre de Mapiripán 
Vs. Colombia, 2009). 
 
Este tipo de situaciones genera debates en torno a la compatibilidad entre los sistemas 
penales internos y el derecho internacional de los derechos humanos, que naturalmente 
enfrentan posturas sobre la manera de impartir justicia y en donde, el punto más 




3.2 Obstáculos para la implementación de las sentencias 
de la CorteIDH que realiza el Estado 
 
A continuación, se describen los principales obstáculos para el cumplimiento de las 
órdenes en materia de justicia al interior del Estado colombiano y los hallazgos sobre la 
etapa de implementación de sentencias obtenidos a lo largo de la experiencia profesional 
de los entrevistados. 
 
 
3.2.1 Demoras asociadas a los conflictos de competencia entre 
jurisdicciones 
 
Los conflictos de competencias entre jurisdicciones requieren el pronunciamiento de un 
tercero imparcial que determine el juez competente para conocer de un determinado 
asunto, lo cual puede generar demoras y en ocasiones, decisiones que se enfrentan a los 
estándares de justicia de los organismos de derechos humanos.  
 
Una de las líneas jurisprudenciales más importantes y consistentes de la CorteIDH sobre 
protección judicial, establece claramente las limitaciones de la justicia castrense en casos 
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de graves violaciones a los derechos humanos. De acuerdo con las garantías del debido 
proceso y el recurso judicial efectivo contenidas en los artículos 8 y 25 de la CADH, la 
CorteIDH ha establecido que la jurisdicción penal militar no satisface los requisitos de 
independencia e imparcialidad que debe caracterizar a la función judicial y en este sentido, 
en un Estado democrático debe ser restrictiva y excepcional. La justicia castrense 
únicamente puede conocer de procesos donde i) el acusado y la víctima son militares 
activos, ii) el delito es de naturaleza castrense y es cometido en ejercicio de las funciones 
de defensa y seguridad de las fuerzas armadas (Ferrer Mc-Gregor, 2014, págs. 65-70). 
Por consiguiente, la CorteIDH ha establecido que las siguientes limitaciones a la justicia 
penal militar:  
 
1. La imposibilidad de juzgar civiles por medio de esta jurisdicción 
2. La imposibilidad de juzgar militares retirados por medio de esta jurisdicción 
3. La imposibilidad de juzgar graves violaciones a los derechos humanos en tribunales 
castrenses.  
 
Por lo general, estas limitaciones se resuelven durante la etapa de juicio y en varios casos 
contra Colombia, se había subsanado esta situación antes de llegar a conocimiento de la 
Corte cuando la justicia ordinaria había asumido conocimiento de procesos penales 
tramitados previamente en la jurisdicción penal militar25.  
 
Sin embargo, el estudio de las resoluciones de cumplimiento permite ver que los conflictos 
de competencias entre jurisdicciones pueden generar demoras durante la etapa de 
implementación de las sentencias y afectar el cumplimiento de las órdenes de investigar, 
juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos.  
 
                                               
 
25 Por ejemplo, esta situación se presentó en el Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia y en la Masacre 
de la Rochela Vs. Colombia. Sin embargo, en este último caso la CorteIDH resaltó las demoras que se 
presentaron en el conflicto de competencias, pues la jurisdicción ordinaria ordenó que el proceso en contra del 
Teniente Luis Andrade Ortiz pasaran a la Fiscalía, pero solo se dio cumplimiento después de catorce (14) años, 
situación que fue calificada como extrema negligencia por la CorteIDH. Estas demoras impactaron la etapa de 
implementación y solo veintidós (22) años después de los hechos, el Juzgado tercero Penal del Circuito 
Especializado de Bucaramanga profirió una sentencia condenatoria contra el Teniente Andrade.  
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Las resoluciones de seguimiento del caso 19 Comerciantes Vs. Colombia reflejan los 
obstáculos para dejar sin efectos las decisiones de la jurisdicción penal militar en un caso 
de graves violaciones a los derechos humanos que, de conformidad con la jurisprudencia 
de la CorteIDH, eran de competencia de la justicia ordinaria. En este caso, la justicia 
ordinaria vinculó a cuatro (4) militares en 1996 por la supuesta participación en la 
desaparición y ejecución extrajudicial de los comerciantes, sin embargo, tras un conflicto 
de competencia resuelto por el Consejo Superior de la Judicatura, el caso pasó a la 
jurisdicción penal militar, donde se ordenó la cesación de procedimientos en un lapso de 
siete (7) meses. Esta decisión fue confirmada en segunda instancia por el Tribunal Superior 
Militar, que también denegó el recurso extraordinario de casación (Sentencia Caso de los 
19 Comerciantes Vs. Colombia, 2004). Este fue uno de los elementos que sustentó la 
violación de las garantías judiciales en la sentencia y que dio origen a la orden de continuar 
las investigaciones contra los agentes del Estado que participaron en los hechos.  
 
Posteriormente, durante la etapa de implementación se presentarían obstáculos para dejar 
sin efectos las decisiones proferidas en la justicia penal militar y cumplir con la orden de la 
CorteIDH para investigar a los agentes del estado que participaron en los hechos. En el 
2006, dos (2) años después de la sentencia de la CorteIDH y ocho (8) años después de la 
sentencia de segunda instancia, la Procuraduría General de la Nación interpuso una acción 
de revisión contra la decisión del Tribunal Superior Militar, que fue resuelta por la Corte 
Suprema de Justicia en el 2008 (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso 19 
Comerciantes Vs. Colombia, 2007).  
 
En esta decisión, la Corte decretó la nulidad de lo actuado en la justicia penal militar y 
ordenó reabrir la investigación en contra de los militares en la justicia ordinaria (Human 
Rights Watch, 2008, pág. 56). Como consecuencia de esta decisión, la Unidad de derechos 
humanos y DIH de la Fiscalía reabrió la investigación y llamó a indagatoria a los militares, 
sin embargo, un año después falleció el General (retirado) Farouk Yanine Díaz -el militar 
de más alto rango implicado en este caso- sin que para este momento existiera una 
decisión definitiva sobre la responsabilidad penal de los agentes del estado. En este caso, 
se puede constatar cómo la sentencia proferida por la Justicia penal militar generó una 
demora importante sobre el esclarecimiento de la participación de agentes del estado, 
hasta el punto que las autoridades competentes solo asumieron conocimiento veintiún (21) 
años después de los hechos.   
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De manera similar, la supervisión del caso Valle Jaramillo Vs. Colombia permite ver las 
demoras del recurso de revisión al interior de la Corte Suprema de Justicia, puesto que la 
Fiscalía interpuso la acción antes de la sentencia de la CorteIDH, fue admitida en el 2008, 
pero un año después murió uno de los imputados (Supervisión de cumplimiento de 
Sentencia Caso Valle Jaramillo Vs. Colombia, 2010) y tres años después se encontraba 
en la etapa previa a los alegatos finales (Supervisión de cumplimiento de Sentencia Caso 
Valle Jaramillo Vs. Colombia, 2010, 2011). En esta ocasión, la Unidad de DDHH y DIH de 
la Fiscalía había solicitado la aplicación de la causal tercera de revisión para dejar sin 
efecto una sentencia del Tribunal Superior de Medellín que había absuelto a Jaime Alberto 
y Francisco Antonio Angulo Osorio, señalados como autores del homicidio de Jesús María 
Valle Jaramillo. Las resoluciones de cumplimiento de este caso que se pronuncian sobre 
las órdenes de investigar son anteriores a la sentencia, no obstante, el pasado 6 de julio 
de 2011 la Corte Suprema de Justicia declaró fundada la causal de revisión, invalidó 
parcialmente la sentencia absolutoria y dispuso remitir el expediente a reparto de los jueces 
penales del circuito especializado de Medellín para continuar la audiencia pública 
(Sentencia del 6 de julio de 2011, 2011). 
 
 
3.2.2 Obstáculos derivados del transcurso del tiempo y su 
impacto en el análisis probatorio 
 
El transcurso del tiempo entre las violaciones a los derechos humanos y las investigaciones 
fue identificado en diferentes entrevistas como un obstáculo para el cumplimiento de las 
órdenes de justicia. Este aspecto, que podría ser abordado de manera independiente, fue 
asociado con los estándares de certeza que se exigen para declarar la responsabilidad 
penal de una persona, utilizando el siguiente razonamiento: 
 
1. El transcurso de tiempo dificulta y en algunas ocasiones imposibilita la recolección 
de pruebas fundamentales para llevar a buen término las investigaciones penales. 
Piénsese por ejemplo en las pruebas que se practicarían en un caso de tortura o 
de lesiones personales.  
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2. El transcurso del tiempo impide recolectar las pruebas necesarias para llegar al 
grado de certeza exigido para desvirtuar la presunción de inocencia (indubio pro 
reo), a su vez reconocido como parte del debido proceso del imputado y generaría 
escenarios de dudas razonables frente al juzgador.  
 
Cabe recordar que durante las investigaciones de graves violaciones a los derechos 
humanos los estados no se pueden sustraer de las obligaciones internacionales derivadas 
de los tratados de derechos humanos y con esto, del derecho al debido proceso que le 
asiste a los procesados. En los dos regímenes procesales vigentes en Colombia, existen 
unos estándares mínimos para establecer la responsabilidad penal de los acusados y 
como consecuencia, proferir sentencias condenatorias. El artículo 232 de la Ley 600 de 
2000 establece que “No se podrá dictar sentencia condenatoria sin que obre en el proceso 
prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del 
procesado”, mientras que el artículo 7º la Ley 906 de 2004 establece que “Para proferir 
sentencia condenatoria deberá existir convencimiento de la responsabilidad penal del 
acusado, más allá de toda duda” y posteriormente señala el estándar para proferir 
sentencias condenatorias: “Artículo 381. Conocimiento para condenar. Para condenar se 
requiere el conocimiento más allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad 
penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio” (Ley 906 de 2004, 2004).  
 
Los estándares de certeza mencionados, sumados a otras garantías del debido proceso, 
como la presunción de inocencia y el principio de favorabilidad, imponen la necesidad de 
aportar múltiples medios de prueba que conduzcan al juez a un convencimiento más allá 
de toda duda razonable acerca de la responsabilidad penal de los acusados, ya sea a título 
de autores o partícipes.  
 
Para el funcionario de la Unidad de Derechos Humanos y DIH de la Fiscalía y para la 
Directora de Derechos Humanos y DIH de la Cancillería este uno de los mayores 
obstáculos para llevar a cabo las investigaciones penales, conducir procesos que respeten 
el debido proceso y lograr los estándares de certeza exigidos para condenar a una 
persona. 
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Si bien el transcurso del tiempo es distinto a la garantía del indubio pro reo, resulta 
ilustrativo lo ocurrido en el marco de la implementación de las órdenes de investigar 
emitidas en el caso Desaparecidos del Palacio de Justicia vs. Colombia, ante la decisión 
absolutoria de uno de los procesados. En efecto, al declarar la responsabilidad 
internacional del Estado por lo ocurrido, la CorteIDH tuvo en cuenta las decisiones de 
primera y segunda instancia penal que condenaron al Coronel retirado Alfonso Plazas 
Vega. Sin embargo, con posterioridad a la decisión interamericana, la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia consideró que no había certeza suficiente para 
proferir una condena y, por lo tanto, procedía aplicar el principio indubio pro reo en su favor. 
En particular, la Corte desvirtuó la tesis según la cual el Coronel Plazas Vega cometió el 
delito de desaparición forzada de dos personas a título de autor mediato en estructuras 
organizadas de poder, tras un análisis probatorio en el cual descartó los elementos de esta 
modalidad de autoría, además del control sobre las personas detenidas en la casa del 
florero y las órdenes dirigidas a ejecutarlos que se habían sustentado con un testimonio 
obtenido años después de los hechos.  
 
Como se observa, la atribución de responsabilidad internacional incluyó como referentes 
decisiones judiciales que no fueron confirmadas a nivel interno por vía de casación. 
Aunque a primera vista ello parecería problemático, es perfectamente posible teniendo en 
cuenta las diferencias entre el estándar de certeza que requiere la atribución de 
responsabilidad internacional y el que se requiere para declarar a una persona responsable 
penalmente a nivel interno.  
 
Desde la perspectiva de los entrevistados, cuando se pretende investigar hechos después 
de un periodo de tiempo importante, se reducen las posibilidades de aportar medios de 
prueba suficientes para alcanzar los estándares de certeza. La anterior Directora de 
Derechos Humanos y DIH de la Cancillería señaló que los hechos que rodearon las 
violaciones a los derechos humanos reconocidas por la CorteIDH transcurrieron hace, por 
lo menos, veinte (20) o veinticinco (25) años, lo que genera todo tipo de obstáculos para 
la recolección de pruebas, testimonios, y elementos que permitan llevar a cabo juicios 
penales con éxito. Sostuvo que la Fiscalía General de la Nación ha realizado esfuerzos 
para cumplir este tipo de órdenes, pero se ha enfrentado a la falta parcial o absoluta de 
evidencias, Vgr. los cuerpos ya no existen, las escenas del crimen ya no sirven para aportar 
pruebas, los testigos se han muerto o trasladado, entre otros (Fonseca, 2016).  
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En el mismo sentido se expresó un antiguo funcionario de la Unidad de Derechos Humanos 
y DIH de la Fiscalía cuando manifestó que el paso del tiempo hacía prácticamente 
imposible la recolección de elementos materiales probatorios suficientes para obtener 
resultados eficaces en los procesos penales. Con el paso del tiempo, los medios de prueba 
se limitan a los testimonios, pero resaltó que este medio de prueba tiene limitaciones 
importantes pues parten de apreciaciones sobre los hechos, dependen de la memoria y 
las circunstancias que rodean al testigo. Señaló que prácticamente esta sería la única 
prueba posible en los casos antiguos, pero que difícilmente alcanza los estándares de 
certeza exigidos en un proceso penal.  
 
Para el funcionario, las órdenes de investigar, juzgar y sancionar no pueden ser mandatos 
sin límites en el tiempo y que permanezcan fuera de toda consideración sobre las 
condiciones de posibilidad para su cumplimiento. Por el contrario, en su criterio debería 
realizarse alguna consideración de viabilidad sobre este tipo de órdenes o sobre la correcta 
asignación de los recursos destinados a la justicia, que generen políticas organizadas y de 
mayor impacto para la sociedad en general. Finalmente, el funcionario se pregunta ¿hasta 
qué punto la visión absoluta sobre el castigo puede afectar válidamente la atención de 
casos posteriores que tengan mayores posibilidades de éxito?, ¿las violaciones a las 
garantías procesales que esto podría generar alimentarán constantemente las causas 
presentadas ante el Sistema Interamericano? (Antiguo Funcionario Unidad Especializada 
de DDHH, 2017) 
 
Finalmente, las dificultades generadas por el paso del tiempo también fueron reconocidas 
por el funcionario de la Unidad de Seguimiento de la CorteIDH pero, contrario a lo que se 
podría intuir de las entrevistas, manifestó que hasta el momento, los Estados no han 
propiciado un debate profundo sobre este obstáculo durante la etapa de cumplimiento y 
no lo alegan con frecuencia ante el Tribunal (Pérez, 2017). 
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3.2.3 Obstáculos para investigar delitos cometidos por actores 
armados y agentes del Estado 
 
Buena parte de los entrevistados coincidieron en señalar las dificultades inherentes al 
conflicto armado interno y al poder de los grupos al margen de la ley para obstruir las 
investigaciones de graves violaciones a los derechos humanos.  
 
La prolongación y degradación del conflicto armado en Colombia ha sido reconocida en 
numerosos pronunciamientos de la CorteIDH al momento de valorar la complejidad de las 
investigaciones y ha sido alegada por el Estado durante el litigio interamericano con 
diferentes fines. Con los argumentos sobre el conflicto armado se ha pretendido demostrar 
la dificultad de administrar justicia en un contexto tan adverso y la responsabilidad directa 
de los actores armados en la comisión de las violaciones. Más allá de la defensa del Estado 
en casos concretos, determinadas entrevistas identificaron que el conflicto armado interno 
constituye un obstáculo para administrar justicia al menos por las siguientes razones:  
 
1. El conflicto armado con sus múltiples actores, generan un nivel de violaciones a los 
derechos humanos que sobrepasan la capacidad institucional de la fiscalía y de la 
Rama Judicial (Fonseca, 2016); 
2. los actores armados ejercen control sobre determinados territorios donde la 
población civil no obtiene la protección del Estado; 
3. los actores armados tienen la capacidad de amenazar o cometer agresiones en 
contra de los testigos, las víctimas y los operadores judiciales (Fonseca, 2016); 
4. los actores armados tienen la capacidad de cooptar las instituciones locales para 
procurar su impunidad por todos los medios (Ortegón, 2017). 
 
El funcionario de la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía relató las dificultades que 
enfrentan los investigadores en determinados territorios con presencia de actores armados 
que impiden su entrada y ponen en peligro sus vidas. Naturalmente, el conflicto armado 
genera miedo sobre los testigos, las víctimas y propicia la impunidad cuando los actores 
armados tienen la capacidad de cooptar las instituciones locales. Por otra parte, la 
entrevista de Marcela Briceño relató cómo la expansión paramilitar llegó a las instituciones 
de justicia, comprometiendo seriamente su independencia y generando peligros 
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adicionales para las víctimas. Señaló que existen investigaciones de público conocimiento 
que dan cuenta de ello y destacó que un Director de Fiscalías en Medellín fue condenado 
a quince (15) años por obstruir los procesos judiciales de algunos paramilitares, al igual 
que la Directora de Fiscalías en Cúcuta y finalmente26, un Fiscal General de la Nación 
tiene investigaciones abiertas por nexos con grupos paramilitares (Briceño-Donn, 2017)27. 
 
En complemento de lo anterior, se encuentra la postura de Jomary Ortegón que hizo 
énfasis en las dificultades que existen para investigar y sancionar a los agentes del estado 
que cometieron o permitieron las graves violaciones a los derechos humanos. Durante la 
entrevista relató que, desde la experiencia del CAJAR, el factor fundamental del 
incumplimiento de las órdenes en materia de justicia es la falta de voluntad de las 
autoridades estatales de investigar a los máximos responsables y los agentes del estado 
que participaron. El patrón identificado por la organización que dirige consiste en que las 
autoridades judiciales persiguen a los ejecutores directos del delito, vinculan algunos 
miembros de la Fuerza Pública, pero no impulsan los procesos (que terminan en la 
impunidad) y no investigan la participación de autores intelectuales y máximos 
responsables (Ortegón, 2017).  
 
Señaló que la justicia en Colombia tiene diferentes niveles, pero señaló que la impunidad 
se concentra en los agentes del estado por falta de voluntad política para investigar a un 
sector que detenta poder. Para ilustrar esta situación sintetizó los resultados de cada uno 
de los casos litigados en el CAJAR.  
 
1. En el caso de Mapiripán se han adelantado entre nueve (9) y diez (10) juicios contra 
integrantes de grupos paramilitares, pero existe un vacío grande contra los agentes 
del estado que permitieron este crimen. La representante de víctimas manifestó 
que existe una tendencia clara en las investigaciones a nivel interno, pues los 
avances se concentran en los perpetradores -los sicarios-, pero no sucede lo mismo 
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con las investigaciones contra los agentes del Estado que participaron o permitieron 
las violaciones.  
2. En el caso de Manuel Cepeda Vargas sucedió algo similar. El Estado identificó a 
los sicarios tempranamente, gracias a un trabajo de la víctima como parte civil, sin 
embargo, salvo una investigación contra un ex integrante del DAS, hasta el 
momento no se registran mayores avances contra agentes del estado ni contra los 
máximos responsables detrás de la acción de los sicarios. Indicó que en este caso 
se presentó un peritaje de Michael Reed que, a pesar de no haber sido incorporado 
al expediente, reflejó el comportamiento de los procesos judiciales durante 
diferentes épocas y permitía demostrar la falta de diligencia en las investigaciones. 
El peritaje registró los largos periodos de inactividad durante los procesos penales, 
épocas en donde no se practicó ninguna prueba y realizó un análisis cualitativo 
parar mostrar que no se practicaron pruebas importantes, situación que, a juicio de 
la entrevistada, se mantiene en la actualidad. Respecto a las líneas lógicas de 
investigación, la entrevistada mencionó dos factores que fueron omitidos a nivel 
interno y que proporcionaban hipótesis valiosas para la etapa de investigación.  
a. La existencia del llamado “Plan golpe de gracia”, que consistía en el 
designio criminal de asesinar a cinco (5) personas de la UP y que había 
sido negado a nivel interno. La doctora Ortegón señaló que, a su juicio, la 
Corte realizó un análisis interesante sobre los resultados del Plan, ya que 
efectivamente fueron asesinadas tres (3) personas, una (1) sobrevivió a un 
atentado y una (1) vive en el exilio. La entrevistada manifestó que, así no 
se hayan podido encontrar pruebas físicas sobre la existencia del plan, los 
resultados fueron contundentes, pero esto no fue investigado en la Fiscalía 
e incluso aseguraron que éste no existió. La entrevistada concluyó que en 
este caso la Fiscalía no contribuyó en el esclarecimiento de verdad ni a la 
persecución de los máximos responsables.  
b. Finalmente, la doctora Ortegón resaltó que la CorteIDH pudo determinar la 
violación del derecho a la libertad de expresión a raíz del clima de 
estigmatización, pero esto nunca fue objeto de investigación a nivel interno, 
así como la Fiscalía tampoco tuvo en cuenta que Cepeda había 
responsabilizado en sus discursos a dos Generales por lo que le pudiera 
pasar a los integrantes de la UP días antes de su muerte y omitió estas 
hipótesis en su investigación.  
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3. En el caso de Santo Domingo es uno de los casos en los que, a pesar de los 
intentos por desestimar la responsabilidad del Estado por medio de procesos 
penales que fueron identificados por la CorteIDH, ésta no ordenó medidas en 
materia de justicia. Para la entrevistada esto constituye un retroceso en casos de 
graves violaciones a los derechos humanos, teniendo en cuenta que era clara la 
intención de utilizar la justicia para desviar la investigación, atribuyendo los hechos 
a la guerrilla desde los procesos judiciales. A nivel interno, este caso ha sido 
utilizado para justificar la ampliación del fuero penal militar, en contravención de las 
limitaciones establecidas por la CorteIDH y la CIDH.  
4. En el caso de La Rochela, las decisiones judiciales que existen se remontan a los 
años 90 que, sumadas a las decisiones de algunos paramilitares adoptadas en 
Justicia y Paz, no han aportado verdad sobre los hechos. En este caso tampoco 
existen decisiones en contra de miembros de la Fuerza Pública, a pesar de que su 
participación quedó demostrada ante la CorteIDH. 
5. Finalmente, en el caso del Palacio de Justicia (el caso más antiguo de Colombia 
que duró aproximadamente veinticinco años en el Sistema Interamericano), la 
representante de víctimas hizo énfasis en la importancia de la voluntad política para 
el avance de las investigaciones. Indicó que este caso se puede dividir en tres:  
a. La tortura de los familiares de los desaparecidos. En este caso, las cuatro 
(4) investigaciones que adelanta la Fiscalía no registran ningún avance. 
b. Las desapariciones forzadas. Se realizó un plan de búsqueda que no fue 
concertado con los familiares de las víctimas. Hasta el momento se han 
encontrado tres (3) cuerpos, pero en materia de investigación no se 
registran avances desde el 2014.  
c. La ejecución extrajudicial de Carlos Ignacio Urán. Se vincularon a varios 
Generales de la República en la investigación y después de cinco (5) años 
no se les ha resuelto su situación jurídica, excediendo los términos 
establecidos en el Código de Procedimiento Penal. (Ortegón, 2017) 
 
En el caso del Palacio de Justicia, la entrevista de Marcela Briceño puso de presente las 
dificultades que se presentaron para judicializar a los agentes del estado acusados de las 
desapariciones forzadas que tuvieron lugar después de la retoma. Mencionó que las 
investigaciones contra los militares que condujeron la operación sufrieron todo tipo de 
demoras e irregularidades, que tampoco fueron investigadas. Señaló que algunos 
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funcionarios encargados de la investigación y el juzgamiento fueron objeto de amenazas 
e intimidación que se agravaron cuando se emitió la condena de primera instancia contra 
un General, pues el entonces Presidente de la República rechazó públicamente la decisión 
del juez, acompañado de la cúpula militar (Briceño-Donn, 2017)28. En efecto, la funcionaria 
recibió amenazas de muerte que la llevaron a salir del país y tuvo que enfrentar un proceso 
penal iniciado por una denuncia presentada por la Procuraduría General de la Nación29. 
Adicionalmente, es de público conocimiento que la fiscal que impulsó las investigaciones 
del Palacio de Justicia después de años de inactividad procesal, fue víctima de amenazas, 
fue investigada penal y disciplinariamente y en finalmente, fue relevada del cargo en el 
201030. 
 
Frente a este tipo de obstáculos, la doctora Ortegón señaló algunas estrategias de las 
organizaciones ante la falta de respuesta de la justicia penal. Por ejemplo, señaló que a 
través del CAJAR se han solicitado medidas de protección para determinados fiscales y, 
por otra parte, en algunas ocasiones resulta prioritario solicitar un cambio de radicación 
cuando los fiscales locales y seccionales asumen conocimiento de casos que representen 
graves violaciones a los derechos humanos, ya que en raras ocasiones se presentaban 
avances por esta vía y son funcionarios que pueden estar amenazados y expuestos a 
presiones de los poderes locales o de grupos armados. Para este propósito, los litigantes 
le solicitan al Fiscal General de la Nación el cambio de radicación a Unidades Nacionales, 
asunto que debe ser decidido directamente por este funcionario, mediante resolución 
motivada. (Ortegón, 2017) 
 
Por otra parte, cuando se generaban estancamientos en los procesos penales, algunos 
representantes de víctimas procuraban el impulso de las investigaciones disciplinarias, por 
medio de las dependencias especializadas en derechos humanos de la Procuraduría 
General de la Nación. Esta posibilidad de atribuir responsabilidad por diferentes vías ha 
resultado útil para los representantes de víctimas puedan separar del cargo a los agentes 
del estado involucrados en graves violaciones a los derechos humanos.  
                                               
 
28 Ver https://www.elespectador.com/noticias/judicial/articulo-208751-palabras-del-presidente-consideramos-
una-sentencia-de-muerte-rene- y https://www.youtube.com/watch?v=lYgG4KM_5Zk 
29 Ver “Alocución televisada del Presidente Álvaro Uribe Vélez sobre caso Coronel Plazas Vega” en: 
https://www.youtube.com/watch?v=mNCu2Ncqero  
30 Ver https://www.elespectador.com/content/presi%C3%B3n-medi%C3%A1tica-en-caso-plazas-vega  
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Sin embargo, la presidente del CAJAR manifestó que esto no siempre es posible y 
presentó el ejemplo de la ausencia de investigaciones disciplinarias contra miembros de la 
fuerza pública que se presentó durante el periodo del Procurador Ordóñez. En su parecer, 
durante casi ocho (8) años no fue posible generar presión por esta vía y, por el contrario, 
la institución solicitó la absolución de miembros de la fuerza pública acusados de graves 
violaciones a los derechos humanos, como es el caso del Coronel Plazas Vega, condenado 
por la desaparición de dos personas tras la retoma del Palacio de Justicia (Ortegón, 2017) 
y que fue resuelta de manera favorable por la Corte Suprema de Justicia. 
 
 
3.2.4 Ausencia de articulación institucional 
 
 
La materialización de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar depende en buena parte 
de la capacidad de coordinación y articulación entre diferentes entidades estatales que 
pertenecen a diferentes ramas del poder público. Para este propósito el papel de la Rama 
Judicial es crucial, pero –como señala Alexandra Huneeus (2011)-, no es exclusivo y no 
debería ser excluyente. 
 
En el plano internacional el Estado opera como uno solo y su vocería generalmente está a 
cargo del ejecutivo, sin embargo, a nivel interno existe una distribución de competencias 
que supone una frontera importante entre las entidades y genera el reto de actuar de 
manera coordinada. En Colombia, la Constitución establece la división de poderes, pero a 
la vez propende por la colaboración armónica entre éstos y existen diferentes instrumentos 
normativos que desarrollan estos principios. Como en ocasiones anteriores, las normas 
jurídicas no tienen reparos en este sentido, sin embargo, algunas las entrevistas 
permitieron detectar que la implementación de estas normas es el verdadero reto y que la 
articulación interinstitucional no es una cuestión sencilla de lograr.   
 
Este aparte merece algunas consideraciones especiales por los grandes cambios 
institucionales que se han presentado en cortos periodos de tiempo. Como se expuso en 
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el capítulo 2, las funciones del litigio y el seguimiento de las decisiones del SIDH se 
dividieron entre dos instituciones: la Cancillería y la ANDJE. Los efectos del tránsito entre 
estas entidades es un asunto que requiere un análisis detallado sobre los propósitos del 
código de lo contencioso administrativo y la creación de posibles indicadores o métricas, 
que exceden el objeto de esta investigación. Por el momento, se señalan aquellas 
circunstancias que a lo largo del tiempo han complejizado el litigio y el seguimiento de las 
sentencias, tanto para la Cancillería como para la ANDJE, a partir de las entrevistas de 
personas que integran o integraron estas entidades.  
 
Desde los primeros grupos de trabajo interinstitucional coordinados por la Cancillería se 
buscaron los espacios para conseguir la información relevante que permitiera llevar a cabo 
la defensa del Estado ante los organismos internacionales, sin embargo, en algunos 
casos31 no fue posible acceder a los expedientes judiciales relacionados con violaciones 
a los derechos humanos. Por su parte, la directora de Derechos Humanos y DIH de la 
Cancillería hasta el 2017 coincidió en las dificultades de acceso a la información y señaló 
los siguientes obstáculos para acceder a la información durante el litigio ante la CorteIDH 
y la implementación de sus decisiones: 
 
1. En diferentes ocasiones se alegó la reserva de la información ante la Cancillería, 
en especial las investigaciones del antiguo código penal.  
2. En otros casos la consecución de la información judicial enfrentaba obstáculos 
operativos. Por ejemplo, la información al interior de la Fiscalía General de la 
Nación no está centralizada y su recolección es un proceso complejo. Por la 
estructura de la entidad, las investigaciones sobre los hechos de las sentencias de 
la CorteIDH pueden estar en unidades distintas (Vida, terrorismo, Derechos 
Humanos y DIH, entre otras). Cuando se necesita acceder a la información, la 
Cancillería se comunica con la Oficina de Gestión Internacional de la Fiscalía que 
opera como un canal de comunicación y se encarga de compilar la información de 
los procesos al interior de la entidad.  
                                               
 
31 La entrevistada mencionó específicamente el caso de tortura de Wilson Gutiérrez Soler. 
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3. En determinadas ocasiones, la información que logra recolectar la Cancillería no 
es consistente, situación que se presenta entre las diferentes fuentes e incluso con 
la información que proviene de la misma entidad.  
4. La recolección de información con la Rama Judicial presenta mayores dificultades. 
Si bien la Cancillería acude al Consejo Superior de la Judicatura para reportar los 
resultados de los procesos judiciales, la tarea se dificulta porque la Rama no tiene 
un vocero ante las demás entidades del Estado, no existe un responsable visible 
de hacer cumplir los requerimientos de la Cancillería y el Consejo no siempre logra 
conseguir información de los juzgados de instancia. A nivel de las Altas Cortes la 
información es más asequible y de mejor calidad. (Fonseca, 2016) 
 
Con la instalación de la ANDJE, algunos problemas de acceso a la información mejoraron 
en el sentido de acceder a un mayor número de expedientes en la Fiscalía, sin embargo, 
Ángela Ramírez manifestó que en algunas ocasiones persisten las barreras de información 
cuando los expedientes están en juzgados. Durante el litigio ante el SIDH el Estado se 
enfrenta a problemas estructurales de la información, por ejemplo, la Rama Judicial no 
cuenta con un sistema de información que cubra el 100% de los juzgados, los que existen 
solo registran determinadas actuaciones en términos generales y no conceden acceso a 
los documentos. En Colombia prácticamente todos los procesos judiciales se tramitan en 
papel, durante años no ha sido posible implementar el expediente electrónico, lo cual 
genera demoras y dependencia frente a los despachos de fiscales y jueces para su acceso 
(Ramírez, 2017).  
 
En muchas ocasiones el Estado no controla su información y no siempre es por falta de 
voluntad, por ejemplo, en los casos antiguos no existía cultura del archivo y en los más 
recientes, a veces no es posible saber ni siquiera si se agotaron los recursos internos con 
el uso de los sistemas de información disponibles (Ramírez, 2017). Esto dificulta la 
estrategia de defensa del Estado y muestra que existe un verdadero reto en materia de 
articulación interinstitucional que permita la acción coordinada de las diferentes entidades 




4. Conclusiones y recomendaciones 
Una vez determinados los factores que afectan la implementación de las órdenes en 
materia de justicia, surge la pregunta de ¿qué hacer frente a esta situación? desde el punto 
de vista de la CorteIDH y del Estado colombiano. Es claro que este tipo de preguntas 
podrían hacerse para cada caso, teniendo en cuenta que se pueden encontrar en fases 
distintas y que durante la implementación se reflejan las particularidades de las graves 
violaciones a los derechos humanos que dieron origen al litigio. Dentro del universo de 
casos se pueden presentar situaciones de inactividad, bloqueo y avances en materia de 
justicia, que justificarían la adopción de estrategias distintas por parte de la CorteIDH, de 
las autoridades judiciales y de las víctimas. También existen diferencias sustanciales en la 
viabilidad de obtener justicia determinadas por el tiempo, la disponibilidad de las pruebas 
y las características de los perpetradores que inciden en la posibilidad de administrar 
justicia.  
 
No obstante, este aparte presenta algunas conclusiones y recomendaciones generales 
que podrían contribuir a la investigación de graves violaciones a los derechos humanos y 
a reflexionar sobre los caminos posibles para fortalecer la administración de justicia en 
Colombia. Este capítulo también refleja un aspecto común de las entrevistas, en el sentido 
de reflexionar acerca del objetivo de los tratados y organismos de derechos humanos al 
interior de los Estados y el efecto que deben generar en sus autoridades. Es así como 
todas las actuaciones del SIDH deberían ayudar a los Estados a brindar la protección del 
individuo directamente, pues de las autoridades internas depende la prevención de las 
violaciones a los derechos humanos y la garantía de un recurso judicial efectivo cuando se 
presenten, de manera que no sea necesario acudir a los procedimientos del SIDH.  
 
Finalmente, un análisis ponderado de los obstáculos permite generar propuestas 
preliminares de mejora y plantear escenarios para impartir justicia cuando sea posible. 




En primer lugar, la investigación pone de presente que el cumplimiento de las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos 
humanos está permeado por múltiples factores de orden legal, político e institucional que 
explican el panorama de los casos contenciosos de Colombia ante la CorteIDH, en el cual 
intervienen múltiples actores y existen relaciones de poder implícitas. El panorama de 
cumplimiento refleja múltiples obstáculos y hallazgos desalentadores, pero a la vez, 
muestra avances importantes en la administración de justicia colombiana y la primera 
declaración de cumplimiento de una orden de este tipo.  
 
En la línea del estudio realizado por René Urueña, el cumplimiento de las órdenes de 
investigar, juzgar y sancionar no tendría obstáculos legales en Colombia, ya que se trata 
de una obligación preexistente a las sentencias de la CorteIDH, las cuales gozan de fuerza 
ejecutoria a nivel interno y la jurisprudencia es pacífica en torno a su obligatoriedad para 
las autoridades estatales (Anzola, Sánchez, & Urueña, 2017, págs. 35-36). Los factores 
legales relevantes para analizar el cumplimiento de las órdenes de justicia son los 
siguientes: 
1. La transformación interna de normas procesales y la aplicación en el tiempo de 
estándares internacionales, que generó posturas encontradas entre los 
entrevistados.  
2. La aplicación de las normas sobre jurisdicción penal militar en casos de graves 
violaciones a los derechos humanos, que generó demoras en numerosos casos 
y situaciones de impunidad.  
3. Los estándares probatorios exigidos para declarar la responsabilidad penal 
individual establecido en los códigos procesales, que constituyen una garantía 
de los acusados, pero hacen que en múltiples ocasiones la posibilidad de 
generar condenas sea remota. 
 
Este último punto se conecta con los obstáculos materiales de las órdenes de justicia, que 
se ven afectadas por el paso del tiempo, la capacidad institucional de las autoridades 
competentes para realizar las investigaciones penales y la dificultad que representa 
investigar conductas cometidas por grupos armados que detentan poder.  
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Al respecto, es importante tener en cuenta que el cumplimiento de las órdenes de justicia 
está permeado por las condiciones de seguridad y los factores políticos de un Estado en 
diferentes momentos. El estado del arte mostró que existe un vínculo entre la protección 
de los derechos humanos y el derecho penal, lo cual necesariamente genera conexiones 
con la política criminal (o con los usos de la justicia penal de un Estado) y las posibilidades 
de perseguir a los perpetradores que detentan poder. En este sentido, la justicia funciona 
como una especie de espejo de los aspectos estructurales y coyunturales de un estado y 
en numerosas ocasiones, refleja las relaciones de poder que existen entre las víctimas y 
los acusados.  
 
Esto no necesariamente implica que los resultados en la justicia sean inamovibles y que 
no sea posible generar condiciones que permitan la persecución penal. Tampoco sería 
posible simplificar los resultados del cumplimiento a este tipo de relaciones, sin entrar a 
considerar que existen otros factores que lo pueden afectar, pero es un aspecto relevante 
que genera patrones en la administración de justicia. Por ejemplo, se pudo detectar las 
dificultades que se generaron en Colombia en las investigaciones contra altos rangos de 
la Fuerza Pública y las demoras asociadas al uso de la justicia penal militar. Frente a los 
grupos armados al margen de la ley, se pudo ver la dificultad que existe para adelantar 
investigaciones cuando tienen la capacidad de ejercer poder por la vía armada y en 
ocasiones, cooptar los poderes locales. De igual manera, la comprensión de los fenómenos 
criminales y la persecución de los líderes de grupos ilegales constituye un reto para las 
entidades del estado que ha generado profundas transformaciones en la forma de 
investigar. Finalmente, durante la implementación del proceso de justicia y paz aplicable a 
los grupos paramilitares, se pudo comprobar que la cantidad de actores y hechos 
victimizantes rebasaron la capacidad institucional de la Fiscalía, lo cual condujo a la 
modificación de las herramientas tradicionales para la investigación y a la construcción de 
contextos para abordar este tipo de fenómenos32. 
 
                                               
 
32 Para un análisis completo de la evolución de la implementación del proceso de justicia y paz, ver los informes 
del Observatorio sobre DDR y la Ley de Justicia y Paz del Centro Internacional de Toledo para la Paz (CITpax). 
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Por otra parte, desde un punto de vista institucional es importante señalar que en Colombia 
existen instancias para el seguimiento e implementación de las sentencias de la CorteIDH 
que, en principio, podrían impulsar las órdenes de justicia. Sin embargo, es necesario tener 
en cuenta que el cumplimiento de las órdenes de investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables requiere de la acción coordinada de todas las entidades del Estado 
relacionadas con la administración de justicia penal, que pueden tener visiones e incentivos 
distintos. La acción unificada y coordinada del Estado no siempre es posible y puede variar 
durante todo el proceso ante los órganos del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, además sobre las órdenes en materia de justicia se presenta una complejidad 
adicional dada por la dispersión de información judicial que existe en Colombia, la ausencia 
de un interlocutor único de la Rama Judicial y las barreras que pueden existir en momentos 
determinados con el ejecutivo. Así es como, a pesar de contar con instancias 
interinstitucionales como la Comisión Intersectorial, la interacción entre autoridades se 
enfrenta al reto de tener un estado fragmentado y a los problemas de información 
estructurales de la justicia colombiana.  
 
A nivel del órgano investigador, es importante reconocer los resultados de la creación de 
la Unidad Nacional especializada de Derechos Humanos y DIH de la Fiscalía General de 
la Nación que tuvo lugar en 1994, mediante la resolución 2725 del 9 de diciembre. Tanto 
los funcionarios del estado como los representantes de víctimas coincidieron en señalar 
los avances que se presentaron en materia de investigación a raíz de la creación de esta 
Unidad, ya que fue posible generar estrategias unificadas en torno a las violaciones a los 
derechos humanos y dedicar mayores recursos -tanto humanos como técnicos- a este tipo 
de casos. Precisamente, el antiguo funcionario de la Unidad de Derechos Humanos señaló 
que, en comparación con otros fiscales, los de esta Unidad cuentan con un número mayor 
de investigadores y un menor número de casos asignados (Antiguo Funcionario Unidad 
Especializada de DDHH, 2017).  
 
Esta la focalización de los recursos hacia un determinado tipo de noticias criminales generó 
una mejor comprensión de los fenómenos detrás de las violaciones y una especialización 
del conocimiento que se refleja en los resultados. No en vano, los representantes y 
organizaciones de víctimas buscan tramitar sus casos ante la Unidad de Derechos 
Humanos y miran con preocupación la transformación reciente de su ubicación en la 
estructura de la Fiscalía General de la Nación (Ortegón, 2017). En todo caso, lo que refleja 
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la especialización y mayor dedicación de recursos hacia la investigación de graves 
violaciones a los derechos humanos, es una especie de priorización adoptada por la 
Fiscalía, ya que para esta época se tomó la decisión de política pública de asignar mayores 
recursos humanos y técnicos a la investigación de noticias criminales que pudiesen ser 
consideradas como graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH. Si 
bien no se adoptó una política general, fue un primer paso para las discusiones sobre la 
mejor forma de abordar casos graves que será desarrollada en el aparte de 
recomendaciones de política pública.  
 
Finalmente, desde la perspectiva de la CorteIDH persisten las dificultades para compeler 
a los Estados a cumplir sus sentencias. Si bien es importante reconocer los avances que 
se han presentado en el seguimiento que realiza el tribunal como las audiencias públicas, 
los seguimientos por país y la creación de un equipo permanente para esta labor, todavía 
cabe preguntar si es posible desarrollar otro tipo de mecanismos para impulsar el 
cumplimiento y aumentar los interlocutores de la Corte para este propósito. Por ejemplo, 
el espacio ante la Asamblea de los Estados parte de la OEA podría ser explotado en mayor 
medida para impulsar la implementación y se podrían refinar las categorías de 
cumplimiento al interior de la CorteIDH (cumplimiento total, parcial e incumplimiento), para 
generar metodologías a partir de indicadores construidos con la participación de diferentes 
sectores, que visibilicen los factores a valorar durante esta etapa.  
 
Lo anterior resulta de especial importancia frente a las órdenes de investigar, juzgar y 
sancionar a los responsables, ya que actualmente no es clara la valoración de esta 
obligación de medios y la visibilización de los criterios generales puede concretar los las 
expectativas de las víctimas y dar líneas de acción a las autoridades estatales. En todo 
caso, la declaración de cumplimiento de las órdenes de justicia impartidas en el caso Escué 
Zapata Vs. Colombia constituyen un precedente importante para la valoración de la debida 
diligencia por parte de las autoridades judiciales, el alcance dado por la Corte a las líneas 
de investigación, teniendo en cuenta que fue un caso donde en un primer momento se 
presentaron fallas graves en la administración de justicia.  
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4.2 Recomendaciones 
La identificación de los obstáculos para materializar las órdenes de justicia es tan solo el 
primer paso para abordar el problema. Los hallazgos de la investigación permitieron 
encontrar y formular algunas recomendaciones puntuales de política pública que se 
exponen a continuación. Cabe aclarar que se abordan específicamente las que se enfocan 
en la investigación de los delitos consumados, sin negar la importancia las políticas de 
prevención que no se desarrollan en esta ocasión.  
 
En materia de la interacción entre la CorteIDH y las instituciones estatales existe una 
oportunidad para contribuir a la acción coordinada de las diferentes entidades estatales. 
Parra Vera señala que un “estado heterogéneo” donde se presenten confrontaciones entre 
entidades o ramas del poder público,  puede representar oportunidades para impulsar el 
cumplimiento de las decisiones del SIDH, en la medida en que determinadas instituciones 
actúen como aliados en la defensa de los derechos humanos (Parra Vera, 2016, págs. 
409-410). En la descripción de los casos ilustrativos, el autor aborda el concepto de 
empoderamiento institucional como la “redefinición de la estrategia de un actor estatal a 
partir del impulso de la intervención del Sistema Interamericano y la implementación de 
sus decisiones” para mostrar cómo las interacciones con el SIDH pueden reconfigurar los 
equilibrios y las relaciones interinstitucionales al interior de un Estado (Parra Vera, 2016, 
pág. 412).  
 
Esto podría sugerir un marco de acción para la CorteIDH, en el sentido de fortalecer su 
interacción con las instituciones internas y específicamente con los órganos judiciales de 
los Estados (Huneeus, 2011, págs. 526-527). Las audiencias de supervisión en los Estados 
han permitido este tipo de interacciones e intercambio de visiones, sin embargo, se podrían 
explorar canales de diálogo constante y no solo a nivel de Altas Cortes, sino con los jueces 
de instancia y las entidades encargadas de la investigación penal, que son los actores más 
frecuentes en la identificación de obstáculos de cumplimiento y que, a juicio de algunos 
entrevistados, no están familiarizados con los estándares de justicia de la CorteIDH. Este 
tipo de prácticas se enmarcan en lo que Rodríguez Garavito denomina “activismo 
dialógico”, en el cual los jueces que constatan la violación de un derecho toman medidas 
para impulsar o corregir las políticas públicas que lo permitieron, sin embargo, sus 
decisiones no detallan la política pública, sino que la construyen con la participación de 
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“los interesados en el proceso de seguimiento” y de esta forma, asumen un papel activo 
durante esta etapa (Rodríguez Garavito, Más allá del cumplimiento: cómo analizar y 
aumentar el impacto de los tribunales, 2017, pág. 122). Este es un escenario interesante 
de acercamiento a los jueces nacionales, familiarización con los estándares de la CorteIDH 
y sensibilización acerca de los alcances del recurso judicial efectivo, en concordancia con 
el papel que tienen las autoridades estatales de proteger los derechos humanos y la 
necesidad de fortalecerlas con este propósito.  
 
A nivel interno, las entrevistas sugirieron diferentes cursos de acción enfocadas 
principalmente en la actividad de investigación y en los encargados del seguimiento. Fue 
posible detectar que existe una percepción de complejidad innecesaria en el diseño 
institucional encargado del litigio y la implementación. El mapa de actores interno permite 
ver el número de instituciones que participan en las diferentes etapas, sin contar con todas 
las entidades que integran la Comisión Intersectorial y sin desagregar todas las 
dependencias y tipos de jueces que pueden estar involucrados. Con esto, surge la 
pregunta sobre la necesidad de contar con este entramado institucional y la posibilidad de 
simplificar el esquema adoptado. Sería necesario realizar investigaciones adicionales para 
determinar la necesidad de una reforma en cualquier sentido, pero se dejan planteadas las 
preguntas sobre la incidencia de esta situación sobre el cumplimiento de las sentencias de 
la CorteIDH y sobre la posibilidad de que esto genere una difusión de responsabilidades 
entre múltiples entidades. 
 
Por otra parte, es crucial analizar la actividad de la Fiscalía General de la Nación como 
órgano competente para adelantar las investigaciones y ejercer la acción penal. Teniendo 
en cuenta que los fiscales pueden enfrentar obstáculos materiales importantes para la 
recolección de pruebas, el CAJAR ha sugerido la adopción de medidas como la 
declaración de comunidad de prueba para crímenes de sistema y que respondan a 
patrones de victimización, por ejemplo, las ejecuciones extrajudiciales cometidas por 
miembros de la fuerza Pública o la violencia contra los defensores de derechos humanos. 
En opinión de Jomary Ortegón, la acumulación de casos similares donde sea posible 
generar una comunidad de prueba podría acelerar los procesos y brindar un mejor 
entendimiento de las estructuras criminales involucradas en graves violaciones a los 
derechos humanos (Ortegón, 2017).  
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Ante la necesidad de realizar actos urgentes de investigación, esta organización ha 
señalado que en muchas ocasiones no son una prioridad al interior de la Fiscalía General 
de la Nación, pero son vitales para recaudar pruebas que posteriormente no se pueden 
recuperar. Por este motivo, proponen abrir la posibilidad de que los jueces de control de 
garantías realicen los actos urgentes que no haya realizado la Fiscalía a solicitud de parte 
o de oficio y manifestaron la importancia de reforzar la seguridad de los fiscales, además 
de fortalecer su independencia de los poderes locales, señalando que las sedes satélite 
de la Unidad Nacional de derechos humanos y DIH generaron resultados positivos en 
terreno (Ortegón, 2017).  
 
Adicionalmente, es necesario analizar la capacidad de la Fiscalía para investigar a fondo 
los casos en un escenario de conflicto armado y gran cantidad de noticias criminales. Como 
se mencionó en el capítulo 3, los recursos de las instituciones judiciales son limitados y 
existen todo tipo de restricciones para tramitar la totalidad de noticias criminales que se 
presentan en un país con un grado tan alto de victimización como Colombia. En un 
escenario de recursos escasos superados por los niveles de criminalidad, es necesario 
concentrar los esfuerzos de las autoridades judiciales y priorizar aquellos casos que 
resulten más graves y lesivos para la sociedad. De ahí la necesidad de generar políticas 
de selección y priorización con criterios objetivos para tramitar los casos, asignarles 
prioridad en materia de recursos y tiempo para racionalizar los esfuerzos y aumentar el 
impacto de las investigaciones. 
 
Las políticas de selección y priorización han sido objeto de numerosos debates 
académicos y teóricos que buscan dar respuesta a la necesidad de investigar, juzgar y 
sancionar graves violaciones a los derechos humanos en escenarios de capacidad 
institucional limitada y contextos de transición (Sánchez, Sánchez León, & Uprimny Yepes, 
2014). Para hacer frente a este tipo de coyunturas, los tribunales internacionales ad hoc y 
la Corte Penal Internacional han establecido criterios objetivos que permiten seleccionar 
los casos para delimitar el universo que será objeto de investigación y posteriormente, 
priorizar, para asignar un determinado orden a unos casos por encima de otros. En general 
se acepta que no es posible investigar todo y a todos los responsables, sino que la 
persecución penal debe concentrarse en aquellas conductas que revistan mayor gravedad 
y en las personas que hayan desplegado los roles más importantes para su comisión. Sin 
embargo, es necesario tener en cuenta que es discutible si la Fiscalía puede válidamente 
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realizar un proceso de selección de casos a la luz de su mandato constitucional y por este 
motivo, hasta el momento solo se han explorado escenarios de priorización.  
 
En efecto, la Fiscalía General de la Nación realizó la primera estrategia concentrada y 
organizada de priorización en el año 2012 plasmada en la Directiva No. 0001 del 4 de 
octubre de 2012 (Fiscalía General de la Nación, 2012) que establece tres (3) criterios para 
asignar prioridad a los casos (objetivo, subjetivo y complementarios) que tienen en cuenta 
elementos relevantes de la jurisprudencia de la CorteIDH. Por ejemplo, se reconoce que 
la investigación de graves violaciones a los Derechos Humanos es más exigente que los 
delitos comunes (Galvis & Salazar, 2007, pág. 81), por lo cual es importante mantener 
órganos, recursos y metodologías especiales para investigar casos que revistan esa 
gravedad. También se tienen en cuenta asuntos relevante para la CorteIDH que hacen 
parte del criterio subjetivo, pues a nivel del victimario se tiene en cuenta la participación o 
colaboración de agentes del estado en la comisión de la conducta y a nivel de las víctimas 
se valora la existencia de condiciones de vulnerabilidad y discriminación. Este tipo de 
instrumentos constituyen avances importantes que será necesario medir con base en los 
objetivos de política criminal y estudiar a fondo si este aspecto se ha logrado fortalecer en 
Colombia. 
 
Por el momento, se plantea una pregunta para futuras investigaciones sobre la 
conveniencia de utilizar este tipo de políticas para prevenir escenarios internacionales y 
priorizar los casos que involucren graves violaciones a los derechos humanos a partir de 
la etapa de fondo en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
 
Por último, se aclara que el propósito de estas propuestas preliminares es abrir nuevas 
preguntas de investigación para propiciar debates en torno a la protección judicial de los 
derechos humanos, al fortalecimiento de las capacidades de la administración de justicia 
y a las políticas públicas para combatir la impunidad de las graves violaciones a los 
derechos humanos. La implementación de las órdenes de justicia impuestas por la 
CorteIDH es tan solo una aproximación a la identificación de las circunstancias que 
dificultan el goce de los derechos humanos en Colombia. Sin embargo, permiten detectar 
aspectos que impulsen el cambio, pues el objetivo último de los tratados de derechos 
humanos es mejorar las condiciones de los Estados para que las instituciones garanticen 
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